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LA GARANTÍA AL ACCESO DEL AGUA POTABLE COMO UN DERECHO
FUNDAMENTAL
INTRODUCCIÓN
Colombia se precia de ser un país que ha tenido en cuenta los lineamientos de los
organismos internacionales, en cuanto a la defensa y preservación de los derechos de los
seres humanos, dado que es suscriptor y adherente, como lo es con las Naciones Unidas,
entidad a la cual se le tiene en cuenta, como órgano emisor de directrices encaminadas a
proteger los derechos que tienen todas las personas en cuanto a su calidad de vida.
En este sentido, es pertinente tener en cuenta que las Naciones Unidas, por medio de su
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, establecieron, que el agua es un
derecho en el siguiente contexto:
1. El derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua
suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y
doméstico. Un abastecimiento adecuado de agua salubre es necesario para
evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo de las
enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de
consumo y cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica.1
Pero aún así, el acceso al agua potable no ha estado en la agenda del legislador colombiano,
toda vez, que no lo considera como un derecho humano, ni mucho menos fundamental,
siendo a la luz de la supervivencia, un derecho vital. El hecho de no considerar el agua
1HUMAN RIGHTS LIBRARY. University Of Minnesota.(en línea) Observación general 15, Aplicación del Pacto
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto), (29º
período de sesiones 2002), U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 117 (2002).
http://www1.umn.edu/humanrts/gencomm/epcomm15s.html. (citado en abril 22 de 2012).
5como un derecho fundamental en el marco constitucional colombiano, no significa que no
sea un derecho vital para la supervivencia del ser humano, como se anota arriba, puesto que
el derecho de acceso al agua potable tiene todos los requisitos para considerarse como tal,
es decir, como un derecho fundamental.
El que puede considerarse como un derecho fundamental, es decir el acceso al agua
potable, siempre ha de cumplir con todos los requerimientos para ser considerado como
fundamental, puesto que el ser humano al no tener agua, no se puede concebir como un ser
digno de estar viviendo, y más en un Estado Social Democrático de Derecho; cual es lo que
pregona la Constitución Política colombiana de 1991.
Al abordar la necesidad de declarar el derecho al agua como fundamental por parte de la
Constitución, se está creando una expectativa que reclaman todos los colombianos, y en
especial, aquellos que por motivos de estratificación, lugar de residencia, no tienen acceso
al líquido en estado de potabilidad, acorde con los postulados internacionales, que para tal
fin se han establecido.
De igual forma, es pertinente tener en cuenta que el derecho al agua no puede considerarse
únicamente como bien económico, o un bien social, o cultural, es un bien natural
indispensable para la garantía de otros derechos como la salud, la alimentación y el medio
ambiente sano entre otros, lo cual hace que este elemento, no solamente sea vital, sino ha
de considerarse como fundamental.
Ahora bien, para determinar la necesidad de que el agua sea declarada como un derecho
fundamental, ha de acudirse a los postulados jurídicos, como la doctrina del derecho
fundamental, a los pronunciamientos que sobre el tema hayan sido proferidos por las Altas
Cortes y el marco establecido dentro del bloque de constitucionalidad, entendido éste como
el jus cogens, que ha sido precisado por la Corte Constitucional a partir del Art. 93 de la
Constitución Política de 1991, donde se confiere rango constitucional a todos los tratados
de derechos humanos ratificados por Colombia. Así mismo, la Corte Constitucional ha
6destacado que la jurisprudencia (C-752 de 1997. M.P. Jorge Arango Mejía, C-251 de 1997.
MP. Alejandro Martínez C.), “… de instancias internacionales de derechos humanos
constituye una pauta relevante para interpretar el alcance de los derechos consagrados en
los tratados de derechos humanos”.
En este sentido, existe una problemática en torno, no sólo al acceso al agua, en su calidad
de potabilidad, sino que además, no es ajena al derecho, puesto que tiene que ver con su
consagración constitucional como derecho humano fundamental. En tal sentido, pese a que
existe un consenso generalizado en torno a dicha declaración, el acceso y el derecho al agua
potable, no es considerado como un derecho fundamental, es decir, no se establece dentro
de los llamados derechos establecidos en el Capítulo II, “De los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales”, de la Constitución Política de 1991, hecho que es ignorado cuando
se trata de elevar tal derecho al rango fundamental.
Aún así, no siendo reconocido como un derecho fundamental, es concordante tener en
cuenta que la misma Constitución Política de 1991, en su Art. 366, se refiere al agua, pero
en sentido de bienestar y mejoramiento de la calidad de vida; es decir, al darle prioridad a la
inversión social, define la obligación del Estado respecto a la salud ambiental y de igual
forma, establece como “objetivo fundamental de su actividad la solución de las
necesidades insatisfechas de saneamiento ambiental y de agua potable” (Art. 366 CN.).
Sea o no contradictorio, que la Carta del 91, a pesar de no reconocer el agua como “derecho
fundamental”, si la reconoce como “objetivo fundamental”; pero en otro contexto, en la ley
99 de 1993, cuando se refiere en su artículo 1º, a la “orientación política ambiental y al
proceso de desarrollo económico y social del país…. Las políticas de población tendrán en
cuenta el derecho de los seres humanos a una vida saludable y productiva en armonía con
la naturaleza.”2.
2 LEY 99 de diciembre 22 de 1993. Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema
Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 41.146 de 22 de diciembre de 1993
7Se tiene el precepto y el convencimiento, que en un Estado Social de Derecho, la
prevalencia del interés general sobre el particular prevalece y se considera como un
principio constitucional, por lo cual el tema, o la problemática expuesta, es la de proponer,
que el acceso al agua potable, sea considerado como un derecho fundamental, amen, de ser
de por sí, un derecho vital, común al ser humano.
Partiendo de la premisa y de la importancia que el tema adquiere, toda vez que se trata de
evaluar los criterios necesarios para determinar el carácter fundamental de tal derecho y,
teniendo en cuenta que Colombia es considerada como de aquellos países con un potencial
hídrico incalculable, donde la escasez del mismo, no se ha considerado, ni en los peores
momentos, en los cuales el cambio climático, pudiera afectar la obtención de tal recurso.
De acuerdo con los informes del Instituto de Recursos Mundiales y de las
Naciones Unidas, Colombia, con una disponibilidad de agua de 33.630 m3
al año por persona, se sitúa en la situación promedio de América Latina, la
cual es casi cinco veces mayor a la disponibilidad promedio del mundo, que
apenas alcanza los 7.700 m3.
Como referencia, el promedio de este indicador para América del Norte es
16.300 m3; para Europa, de 4.700; para África, de 6.500 y para Asia, de
3.400. Según los estimativos del IDEAM obtenidos en este estudio, la
oferta hídrica total en el país supera los 2.000 km3 al año, y corresponde a
57.000 m3 anuales por habitante.
Así mismo, se estima que si se incorporan reducciones tanto por alteración
de la calidad como por regulación natural, se alcanza apenas una
disponibilidad de 34.000 m3 por habitante al año. Para las condiciones de
año seco consideradas, esta disponibilidad se reduce a 26.700 m3 al año por
persona.3
Si bien es cierto por la referencia citada, que en Colombia dada la abundancia del recurso
hídrico, la escasez del preciado líquido, aún no es un problema, lo que si es un hecho es que
el acceso al agua potable es aún un problema grave para muchas colombianos, sin importar
la región donde se encuentre, a lo cual surge la propuesta, que permitirá acceder a los
análisis jurídicos, jurisprudenciales, doctrinales, y todo el entorno jurídico—social que el
3 SISTEMA DE INFORMACIÓN AMBIENTAL EN COLOMBIA. (en línea). Oferta Hídrica en Colombia.
http://www.siac.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=286&conID=369#_ftnref1. (citando en abril 19 de 2012).
8tema amerita, a fin de establecer un debate tendiente a generar nuevas propuestas, o en su
defecto a tener en cuenta la propuesta académica, sobre la necesidad de declarar el acceso
al agua, como un derecho fundamental.
9CAPÍTULO I
1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha señalado mediante sentencia T-740 de
2011 y T-232 de 1993, que el derecho al agua es un derecho fundamental para el hombre
por conexidad con los derechos fundamentales a la vida y la salud en cuanto al consumo
humano como necesidad básica. De igual forma en la providencia T- 413 de 1995 señaló
que cuando éste se refiere a la salud humana y a la salubridad pública es un derecho
fundamental.
Teniendo en cuenta dichos pronunciamientos, se busca una herramienta que sirva de aval
para que en un futuro, dicho elemento sea tenido en cuenta como un derecho fundamental,
a la luz tanto de dichas sentencias, como los postulados internacionales.
1.1 Pregunta Problema. ¿Está garantizado el acceso al agua potable como derecho
fundamental en Colombia?
1.2 HIPÓTESIS
La Garantía del Agua Potable como Derecho Fundamental no se encuentra establecido en
la Carta de 1991, con el soporte del Bloque de Constitucionalidad se llega a contemplar el
criterio de consagrarlo en el rengo  Constitucional, como una herramienta  supra que
conceda el  acceso del  Agua Potable como un Derecho Fundamental  de todos los
colombianos.
El ser humano no puede vivir sin agua, es un principio de supervivencia, es el
reconocimiento a un carácter vital que tiene el agua, tanto para el desarrollo de los seres
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humanos como para la evolución de todas las comunidades en el mundo, sin distingos de
raza, credo, etnia. La dependencia del agua es absoluta y sin ella no podría existir ningún
ser humano, incluso con los grandes avances que tienen hoy en día la medicina, o la
llamada tecnología de punta.
Por lo tanto, se trata de establecer un avance que sirva para dar mejores herramientas, para
que en un futuro, el derecho al agua sea fundamental, pero desde el punto de vista
constitucional, y que sumado a la jurisprudencia, la doctrina y las adecuadas políticas
públicas que acojan las autoridades gubernamentales, en materia de salubridad pública,
saneamiento ambiental y agua potable, se pueda alcanzar en buena proporción aquello que
parece una utopía.
Se busca que su acceso sea declarado fundamental, pero que no sea visto como un elemento
comercial, ni mucho menos estratificante; el preciado líquido debe ser tan fundamental,
como la vida misma, dado que sin agua el ser humano no puede subsistir, puede vivir, en
algunos casos sin energía eléctrica, puede vivir en condiciones de hacinamiento, pero no
puede vivir sin agua.
Dentro de este contexto, hipotéticamente se tendría que el agua sería y es un problema de
salubridad, de sociabilidad, de legalidad, de igualdad. Es una crisis que ha llevado a quienes
tienen y se encuentran bajo la denominación de pueblos con las necesidades básicas
insatisfechas a reclamar un derecho, pero que sea declarado fundamental por la
Constitución Política, sin miramientos, ni distingos de clase, es reclamar la
constitucionalización de este derecho como fundamental, para propender por una
protección jurídica más eficaz hacia la población.
1.3 JUSTIFICACIÓN
El estudio del acceso al agua como derecho fundamental nos obliga consultar el amplio
mundo jurídico, al considerar el agua potable como un elemento fundamental, en donde su
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restricción impide el goce del principio constitucional fundamental de la dignidad humana;
de igual forma, debe ser entendido fuera del positivismo y el fetichismo jurídico, haciendo
alusión al “juez Hércules” de Ronald Dworkin, quien apartándose de las normas, hace
justicia, partiendo de la razón proveniente del derecho natural; “El derecho natural  tiene
una serie de principios,  inseparables, universales  e inalterables las cuales dan pie a los
juicios  que planteamos para una acertada concepción del derecho”4.
Se justifica el hecho, como un aporte que se hace con esta investigación y al mismo tiempo
se establece un precedente, para que los interesados en el tema, se informen sobre los
pronunciamientos  de la Altas Cortes, las posiciones de los doctrinantes y estudiosos del
tema, como también  opiniones y conceptos expuestos en revistas y medios de
comunicaciones que se ha interesado en señalar el agua como recurso natural vital para el
ser humano.
Todas esas posiciones  permiten acceder a la problemática con el fin de establecer criterios,
procurando que el tema planteado atienda el clamor de la población menos favorecida y
tenga acceso al agua en estado de potabilidad estableciéndose  constitucionalmente como
un derecho vital y fundamental.
Se justicia el hecho, como un aporte que se hace con esta investigación, y al mismo tiempo
se creará un precedente, para que los interesados en el tema, encuentren tanto conceptos
como doctrinas, lo que permitirá acceder a la problemática y al establecimiento de criterios
afines, con el objeto de procurar que el tema sea considerado, según la propuesta, dado las
connotaciones que el mismo tiene en la población menos favorecida y con recursos
limitados para acceder al agua en estado de potabilidad consagrado constitucionalmente un
derecho vital y fundamental, atendiendo los pronunciamientos de los organismos
internacionales, el bloque de constitucionalidad y la jurisprudencia nacional .
4 GARCÍA GUTIERREZ, María Camila. Hart y Dworkin jusnaturalismo. Revista Filosofía del Derecho. Universidad de
Manizales. Sept. 2011.
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La justificación del estudio propuesto, podrá servir de consulta como una fuente del
derecho, teniendo en cuenta que se abordará la doctrina que  se ha emitido en el ámbito
jurídico interno, con su respectiva fuente, al igual que los pronunciamientos vía
jurisprudencia de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, Organismos
Internacionales que han desarrollado importantes y valiosos estudios sobre la problemática
del agua a nivel mundial.
El documento final pretende servir de consulta en consideración a la extenso material y  la
bibliografía referenciada y verificada, ponderándolo como elemento confiable y de utilidad
a los estudiantes e interesados en los problemas jurídico—sociales, y fundamentales y en
general sobre los tópicos que pueda ofrecer el documento finalizado.
1.4 OBJETIVOS
1.4.1 Objetivo General.  Buscar el establecimiento de un derecho fundamental, que sirva
de avance y herramienta esencial más no absoluta, para garantizar en buena medida la
prestación del servicio  de agua potable, basado en la necesidad, el carácter de vital y el
reconocimiento internacional que el acceso al recurso hídrico tiene para toda la población,
sin distinción alguna, pero que llegue a ser considerado por el legislador, como un derecho
fundamental y vital para todos los colombianos.
1.4.2  Objetivos Específicos. Los objetivos específicos que se propone en la presente
propuesta investigativa, se encuentran encaminados a:
o Determinar el reconocimiento de este derecho como fundamental, dadas las
necesidades de la población menos favorecida.
o Establecer el marco jurídico del Capítulo II, “De los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales”, de la Constitución Política de 1991.
o Enfocar la investigación acorde con los postulados internacionales, donde se
reconoce el agua como un derecho vital y fundamental.
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o Acceder a los pronunciamientos jurisprudenciales en materia de derechos sociales,
culturales y de carácter vital.
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CAPÍTULO II
2. EL AGUA POTABLE EN EL ORDEN JURÍDICO NACIONAL
2.1 MARCO CONSTITUCIONAL
El establecimiento constitucional del derecho al agua como fundamental, no fue reconocido
por el constituyente del 91, de forma explícita o directa. Más sin embargo, es pertinente
tener en cuenta que la Carta, en el Art. 366, hace alusión al agua, pero en sentido de
bienestar y mejoramiento de la calidad de vida; es decir define la obligación del Estado
respecto a la salud ambiental “objetivo fundamental de su actividad la solución de …..
saneamiento ambiental y de agua potable” (Art. 366 C.N.).
Emergiendo una contradicción constitucional, que a pesar de no reconocer el agua como
“derecho fundamental”, si la reconoce como “objetivo fundamental”; pero en otro contexto:
en la ley 99 de 1993, cuando se refiere en su artículo 1º, a la “orientación política
ambiental y al proceso de desarrollo económico y social del país…. Las políticas de
población tendrán en cuenta el derecho de los seres humanos a una vida saludable y
productiva en armonía con la naturaleza.”5.
Partiendo del principio que Colombia se constituye como un Estado Social Democrático y
Constitucional de Derecho, donde la prevalencia del interés general sobre el particular
prevalece y se ha de considerar como un principio constitucional, el derecho al agua
potable, pero no es así, como lo establece la Constitución Política de 1991.
5LEY 99 de diciembre 22 de 1993. Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema
Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 41.146 de 22 de diciembre de 1993
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De igual forma, la Carta del 91 establece el fundamento constitucional del agua en el Art.
49, cuando que se refiere a la salud en general y al saneamiento ambiental; en el Art. 79
relativo al medio ambiente sano, y en el Art. 366 ya referido. De tal manera, que el derecho
al agua potable y el saneamiento básico encuentran pleno respaldo en disposiciones de la
Carta Constitucional, en la parte de los fines esenciales del Estado, en los derechos
económicos, sociales y culturales y en los derechos colectivos y del medio ambiente.
En otro contexto, el Art. 95º, se establece que es deber la protección de los recursos
naturales y el velar por la conservación del ambiente sano, según el ordinal 8º.
La Corte Constitucional en el año 1997, conceptuó sobre el Art. 366 de la Carta, haciendo
alusión al saneamiento ambiental como un servicio público, y cuya prestación se enmarca
dentro de los objetivos prioritarios de los entes estatales, a lo cual la jurisprudencia adujo
que:
SERVICIO PÚBLICO DE SANEAMIENTO AMBIENTAL-
Responsabilidad estatal de prestación efectiva. Del mandato constitucional
consagrado en el artículo 79, se colige que es responsabilidad del Estado
atender y garantizar la prestación efectiva del servicio público de
saneamiento ambiental, conforme a los principios de universalidad y
solidaridad. Todas esas obligaciones están dirigidas a la preservación,
conservación y protección del medio ambiente, a fin de obtener el
mejoramiento de la calidad de vida de la población y el aseguramiento del
bienestar general.
Conforme lo establece el artículo 79 de la Carta Fundamental, todas las
personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano, constituyendo un
deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el
logro de dichos fines.6
Acatando lo doctrinado por la Corte Constitucional, se tiene entonces, que tanto el
saneamiento ambiental, como el agua potable son calificados por la Constitución Política
como indispensables para el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de
6 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-442 de 1997.  Ref. Exp. T-120.950 y T-124.621 (acumulados). M.P.
Hernando Herrera Vergara. Bogotá, Septiembre 16 de 1997.
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los colombianos; por lo tanto, para que se cumplan esos objetivos, es pertinente la debida
prestación de los servicios públicos; razón por la cual en la Constitución Política de 1991,
se estableció que el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la
población son finalidades sociales del Estado, según lo preceptúa el Art. 366 de la Carta.
Lo que constitucionalmente da a entender que tanto el agua potable como el saneamiento
ambiental han sido considerados en igualdad de condiciones con la salud y la educación,
como prioridad del Estado a fin de satisfacer las necesidades básicas, el bienestar general,
teniendo como objetivo final, la vida digna como derecho.
Lo que finalmente queda establecido, que desde el punto de vista constitucional, es
obligación del Estado, considerar como fundamental el servicio de agua potable, incluida
ésta dentro de los llamados servicios públicos domiciliarios, donde se incluyen tanto la
salud, como el llamado medio ambiente sano, lo cual se puede corroborar con lo doctrinado
por parte de la Corte Constitucional en el año 2003, cuando conceptuó:
El agua es un derecho fundamental cuando está destinada al consumo
humano, caso en el cual puede ser amparado a través de la acción de tutela.
El suministro de agua potable constituye un servicio público domiciliario, de
carácter esencial para la vida, que cuenta con un espacio propio en la
configuración constitucional de nuestro Estado social de derecho.7
Cabe recordar que conforme lo establece el artículo 365 de la Carta Política,
los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado,
constituyendo un deber de este, asegurar su prestación eficiente. Siendo el
objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades básicas
insatisfechas en materia de saneamiento ambiental, resulta pertinente
ordenar a las autoridades distritales de Santa Marta, ante la ausencia
absoluta de agua potable en el corregimiento de Taganga, y su incidencia en
la salud pública, proteger los derechos ambientales de sus habitantes, frente
a la amenaza de vulneración de los mismos, la adopción de medidas
encaminadas a la solución oportuna de los problemas inherentes al
suministro de agua potable en dicho corregimiento y al vertimiento de aguas
7 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-410 de 2003. Ref. Exp. No. T-697667. M.P. Jaime Córdoba Triviño.
Bogotá, 22 de mayo de 2003.
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residuales sin tratamiento previo en la bahía, como se dispondrá en la parte
resolutiva de esta providencia.8
Por lo tanto, en el sentir de la Corte Constitucional, se reafirma que cuando se presenta una
deficiente prestación de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, se está
quebrantando los derechos fundamentales a la vida, la salud, la salubridad pública y el
ambiente sano, teniendo en cuenta que el no cumplimiento de tales principios, de por sí, se
genera problemas ambientales graves.
2.1.1 El Agua Potable, Dentro de los Derechos Económicos y Sociales. Al hacer
referencia a los derechos que tienen los colombianos, enmarcados en los derechos sociales
y económicos, se debe de tomar desde la óptica del deber que tiene el Estado de realizar
acciones que van en pro de cumplir de forma real con los postulados constitucionales
establecidos.
El establecimiento del derecho al agua dentro del marco de los derechos económicos, surge
de la interpretación holística que se le debe dar a la Constitución, toda vez que el agua
potable y más aún, el mínimo vital se considera como necesario para tener una vida digna y
que a la vez pueda garantizar lo estipulado en el Protocolo Internacional de San Salvador,
donde se exige a las autoridades gubernamentales, la implementación y puesta en marcha
de los llamados derechos económicos y sociales, a fin de evitar las desigualdades sociales y
promover mejores condiciones de vida, y lógicamente entre los que se cuenta el agua
potable, como un bien de uso público.
Pertinente tener en cuenta lo preceptuado por el tratadista Motta Vargas, quien hace
referencia justamente a los derechos económicos y sociales, incluyendo el derecho al agua
desde la perspectiva del mínimo vital en el siguiente sentido:
8 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-442 de 1997. Ref. Exp. T-120.950 y T-124.621 (acumulados). M.P.
Hernando Herrera Vergara. Bogotá, Septiembre 16 de 1997.
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La Corte Constitucional desarrolló el concepto del mínimo vital como un
mínimo de condiciones necesarias para vivir en dignidad de cualquier
persona, y como consecuencia de eso la jurisprudencia sobre el mínimo vital
ha favorecido a diversas minorías en el Estado Social de Derecho. En
Sentencia SU-111 de 1997 la Corte considera que los derechos económicos
y culturales tienen conexidad con pretensiones amparables por acción de
tutela.9
2.2 MARCO LEGAL
El agua como elemento fundamental, acorde con lo que se pudo establecer en el acápite
anterior, tiene en el marco legal vigente en Colombia, un reconocimiento que se puede
tomar con anterioridad a la Carta del 91, puesto que en el año 1974, se expide la Ley 2811,
por medio del cual se expide el “Código nacional de Recursos Naturales Renovables y de
Protección al Medio Ambiente”
“Art. 3º (…). De acuerdo con los objetivos enunciados, el presente Código
regula: 2º. Las aguas en cualquiera de sus estados.”. Art. 69. (…) g).
Establecimiento, mejora, rehabilitación y conservación de servicios públicos
concernientes al uso de aguas, tales como suministro de éstas alcantarillado
y generación de energía eléctrica. Art. 134. Corresponde al Estado
garantizar la calidad del agua para consumo humano y, en general, para las
demás actividades en que su uso es necesario.10
El Código referido, es todo un tratado sobre las aguas, y como lo dice “en cualquiera de sus
estados”, allí se estipula, aclara y conceptúa, sobre el lugar o forma en que se encuentra el
preciado líquido, incluso hace referencia a las llamadas concesiones, a las agua marítimas,
al uso que la minería le da como recurso hídrico y complementado todo lo referido al agua,
se tiene que es una norma en la cual el Estado se compromete a garantizar, tanto la calidad
para el consumo humano, como a la regulación de todas las actividades que resulten de la
utilización del recurso hídrico.
9 MOTTA VARGAS, Ricardo. El Derecho Humano al Agua Potable: Entre Un Reconocimiento Popular y
Jurisprudencial. Misión Jurídica. Revista de Derecho y Ciencias Sociales. Universidad Colegio Mayor de Cundinamarca,
Bogotá. Enero-Diciembre 2010. Pág. 8.
10 DECRETO 2811 de diciembre 18 de 19740. Por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables
y de Protección al Medio Ambiente. Diario Oficial No 34.243, del 27 de enero de 1975
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Según la ley citada, en julio de 1978, se expide el decreto reglamentario No. 1541, el cual
hace alusión al régimen especial de las aguas, entendidas éstas como las lluvias,
subterráneas, minerales, termales, lo mismo que el manejo adecuado a las llamadas aguas
negras.
De igual forma, la ley 09 de 1979, por medio de la cual se expide el “Código Sanitario”,
donde la objetividad de la ley se enfoca hacia la protección del medio ambiente, al
suministro del agua potable, especialmente en el Art. 57 el cual establece que las entidades
encargadas de la entrega de agua potable al usuario velarán por la conservación y el control
en la utilización de la fuente de abastecimiento para evitar el crecimiento inadecuado de
organismos, la presencia de animales y la posible contaminación por otras causas.
En su Art. 59 aduce que “No se permitirán concentraciones humanas ocasionales cerca de
las fuentes de agua para el consumo humano, cuando causen o puedan causar
contaminación”.
Posterior a la promulgación de la Constitución Política de 1991, emerge la ley 99 de 1993,
como desarrollo de los artículos 79, 80, 286, 288 y 302, creando el Ministerio del Medio
Ambiente11, allí se hace todo un establecimiento en cuanto al manejo del recurso hídrico en
todas sus modalidades:
o Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de
recarga de acuíferos serán objeto de protección especial….
o El INGEOMINAS deberá suministrar al IDEAM toda la información
disponible sobre aguas subterráneas, y la información existente en el
Banco Nacional de Datos Hidrogeológicos….
o Otorgar permisos y concesiones para aprovechamientos forestales,
concesiones para el uso de aguas superficiales y subterráneas y establecer
vedas para la caza y pesca deportiva; …
11 LEY 99 de 1993 por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la
gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional
Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial 41146 de Diciembre 22 de 1993
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o Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de
los usos del agua, el suelo, el aire y los demás recursos naturales
renovables,..
o Promover y ejecutar obras de irrigación, avenamiento, defensa contra las
inundaciones, regulación de cauces y corrientes de agua,…
o Promover y ejecutar programas de abastecimiento de agua a las
comunidades indígenas y negras, ….
o Tasas por Utilización de Aguas. (reglamentado por los decretos 155/2004,
1900/2006, Ley 1450 de 2011)…
o Resolución Ministerio del Medio Ambiente 222/1994. Declárase la
Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros
circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional,
cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal,…
o Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con los entes directores
y organismos ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación de Tierras y
con las Corporaciones Autónomas Regionales, obras y proyectos de
irrigación, drenaje, recuperación de tierras, defensa contra las
inundaciones y regulación de cauces o corrientes de agua, para el
adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas hidrográficas.
o Decreto No.  0953 de 2013, “Art. 1°. Objeto. El presente decreto tiene por
objeto reglamentar el artículo 111 de la Ley 99 de 1993 modificado por el
artículo 210 de la Ley 1450 de 2011, con el fin de promover la
conservación y recuperación de las áreas de importancia estratégica para la
conservación de recursos hídricos que surten de agua a los acueductos
municipales, distritales y regionales, mediante la adquisición y
mantenimiento de dichas áreas y la financiación de los esquemas de pago
por servicios ambientales.”
En el mismo año se expide la ley 60 de 199312, la cual en su Art. 2º, numeral 3º, define que:
“En el sector de agua potable y saneamiento básico, asegurar la prestación de los
servicios de agua potable, alcantarillado, soluciones de tratamiento de aguas y disposición
de excretas, aseo urbano, y saneamiento básico rural…”. La norma está definiendo la
prestación del servicio de agua potable, lejos de ser un derecho.
12 LEY 60 de 1993, por la cual se dictan normas orgánicas sobre la distribución de competencias de conformidad con los
artículos 151 y 288 de la Constitución Política y se distribuyen recursos según los artículos 356 y 357 de la Constitución
Política y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 40987
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En el mismo año se expide la ley 99 de 199313, por medio de la cual se crea el Ministerio
del Medio Ambiente y se organiza el Sistema Nacional Ambiental, a lo cual al hacer
referencia al agua potable, se puede citar el Art. 45º, donde se hace establece la destinación
de los recursos, los cuales deben ser destinados al menos en un 5º% en proyectos de agua
potable y saneamiento y mejoramiento ambiental. La norma organiza la estructura
institucional en cuanto a las responsabilidades sobre el agua potable.
Esta ley en su Art. 1º, orienta la política ambiental y el proceso de desarrollo económico y
social del país, reconoce en particular en el primer principio que: “Las políticas de
población tendrán en cuenta el derecho de los seres humanos a una vida saludable y
productiva en armonía con la naturaleza.”, según su Art. 1º.
La expedición de la ley 142 de 199414, en desarrollo de los preceptos constitucionales,
regula el régimen de los servicios públicos domiciliarios, fija competencias y
responsabilidades en cuanto a su prestación, su cobertura, calidad y financiación, a lo cual
en su momento, la Corte Constitucional se pronunció en los siguientes términos: “El agua
es un derecho fundamental cuando está destinada al consumo humano, caso en el cual
puede ser amparado a través de la acción de tutela.”15 En la jurisprudencia citada, la Corte
Constitucional hace el pronunciamiento en sentido positivo, es decir, es un derecho, el cual
puede ser amparado por medio de tutela.
En el año 1997, se expide la ley 37316, por medio del cual se establece un programa para el
uso eficiente del agua potable, allí el legislador de turno, tuvo a bien establecer nuevamente
unos lineamientos de especial cuidado en cuanto al manejo del agua potable se refiere,
teniendo en cuenta por ejemplo, que hace referencia al ahorro del líquido, la reutilización
13 LEY 99 de diciembre 22 de 1993. Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema
Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 41.146 de 22 de diciembre de 1993
14 LEY 142 de julio 11 de 1994. Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan
otras disposiciones. Diario Oficial No. 41.433 de 11 de julio de 1994
15 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-410 de 2003. Ref. Exp. No. T-697667. M.P. Jaime Córdoba Triviño.
Bogotá, 22 de mayo de 2003.
16 LEY 373 de junio 6 de 1997 Por la cual se establece el programa para el uso eficiente y ahorro del agua. Diario Oficial
No. 43.058 de 11 de junio de 1997
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de la misma, el consumo básico máximo, se buscó establecer campañas a nivel educativo,
tanto para los usuarios, como para el personal de docencia, a fin de que dichos lineamientos
se proyecten desde los colegios e instituciones educativas.
La norma citada, tiene como objetivos establecer programas para el uso eficiente del agua
potable, buscando optimizar la eficiencia operacional, mejorando el nivel competitivo y
económico del elemento, así como conservar los recursos hacia el futuro; donde se buscó
establecer toda una gerencia, en cuanto a recursos técnicos, financieros, humanos,
generando conciencia y participación de la comunidad y de las entidades que tienen que ver
con el tema hídrico, lo que finalmente buscó establecer toda una cultura en el manejo y
aprovechamiento del recurso.
En el año 1997, se expide el decreto 47517 del Ministerio de Salud,  por medio del cual se
establece la calidad del agua potable. En esta norma, se están todos los lineamientos tanto
físicos, como químicos, en sus 55 artículos, se establecen unos criterios organolépticos18 de
la calidad del agua potable, que han de ser tenidos en cuenta a la hora, tanto de proveer,
como de tratar, transportar el agua potable para el consumo humano.
En este extenso recorrido por las normas que regulan el servicio de agua potable, es posible
que se hayan olvidado algunas leyes, pero a nivel general, este es el marco jurídico vigente
sobre el tema del agua potable en Colombia, a lo cual bien vale la pena tener presente, que
también existen unos lineamientos que han sido establecidos por la Consejo Nacional de
Política Económica y Social “CONPES”, organismo que dependiente del Departamento
Nacional de Planeación, ha tenido en cuenta la problemática del agua potable en los
siguientes documentos:
17 DECRETO 475 de marzo 10 de 1998. Por el cual se expiden normas técnicas de calidad del agua potable, en desarrollo
de las Leyes 09 de 1979 y 142 de 1994. Diario Oficial No. 43.259, del 16 de marzo de 1998
18 AGUAMARKET. (En línea). Propiedades Organolépticas del Agua: El agua pura es incolora, inodora e insípida. No
obstante, en el medio natural el agua dista mucho de ser pura y presenta unas propiedades específicas que afectan a los
sentidos. Estas propiedades se denominan propiedades organolépticas y afectan al gusto, al olor, al aspecto y al tacto,
distinguiéndose: temperatura, sabor, olor, color y turbidez. (Citado en mayo 4 de 2013).
http://www.aguamarket.com/diccionario/terminos.asp?Id=3966&termino=Propiedades+Organolepticas+del+Agua.
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3177. Acciones prioritarias y lineamientos para la formulación del plan
nacional de manejo de aguas residuales. Julio de 2002.
3246. Lineamientos de política para el sector de acueducto y alcantarillado.
Septiembre 200.
3253. Importancia estratégica del programa de modernización empresarial
en el sector de agua potable y saneamiento básico. Noviembre de 2003.
3343. Lineamientos y estrategias de desarrollo sostenible para los sectores
de agua, ambiente y desarrollo territorial. Marzo de 2005.
3383. Plan de Desarrollo del sector de acueducto y alcantarillado. Octubre
2005
3463. Planes departamentales de agua y saneamiento para el manejo
empresarial de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo. Marzo de
2007.19
De acuerdo a las normas citadas, en su mayoría con fuerza de ley, se tendría que en
Colombia existe una política de Estado, más no de gobierno, en cuanto a la regulación del
agua potable, toda vez que, a pesar de no tomar toda la normatividad vigente, se considera
que las citadas, son un reflejo del marco jurídico—constitucional, que sobre el agua existe y
que aún así, éste elemento motivo de estudio, aún no se considera constitucionalmente
como fundamental.
Aunado a lo anteriormente citado, y en parte conceptuado, se tiene que el derecho al agua
potable desde el punto de vista fundamental, tiene sus orígenes en los pronunciamientos de
los organismos internacionales no gubernamentales, los cuales son de especial relevancia,
toda vez que dichos argumentos, se encuentran establecidos dentro del ordenamiento
jurídico vigente interno, y se pueden sintetizar en el siguiente orden:




3. MARCO JURISPRUDENCIAL DEL AGUA POTABLE COMO DERECHO
FUNDAMENTAL SEGÚN LA CORTE CONSTITUCIONAL
La Corte Constitucional como organismo garante de los principios constitucionales, y por
ende de los principios fundamentales de los colombianos, que según el concepto del
tratadista Carlos Bernal Pulido, son aquellos: “que ordenan que algo sea realizado en la
mayor medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes”20, lo que
significa, que dichos principios son susceptibles de cumplir, teniendo en cuenta el ámbito
real o efectivo del entorno en el que se exige tal principio, o acorde con las normas que los
establecen.
En el entender de la jurisprudencia constitucional, los principios constitucionales,
indiscutiblemente, establecen un deber específico y cuentan con fuerza normativa
inmediata, lo cual permite su aplicación directa desde la Constitución Política, dado que
hacen parte de la misma y son parámetro de constitucionalidad, en el entendido que:
Los principios Constitucionales, a diferencia de los valores que establecen
fines, consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una
delimitación política y axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen
el espacio de interpretación, lo cual hace de ellos normas de aplicación
inmediata, tanto por el legislador como por el juez constitucional. Son
principios constitucionales, entre otros, los consagrados en los artículos
primero y tercero: el Estado social de derecho, la forma de organización
política y territorial, la democracia participativa y pluralista, el respeto de la
dignidad humana, el trabajo, la solidaridad, la prevalencia del interés general
(…). Los principios expresan normas jurídicas para el presente; son el inicio
20 BERNAL, PULIDO, Carlos. Estructura y límites de la ponderación: Citando a: Robert Alexy, Teoría de los derechos
fundamentales, Traducción de Ernesto Garzón Valdés, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1997, p.
86 y 87.
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del nuevo orden. Los valores, en cambio, expresan fines jurídicos para el
futuro; son la mira que jalona hacia el orden del mañana.21
Como derechos constitucionales, entonces, han de entenderse aquellos, que para el caso
motivo de estudio, son inherentes al ser humano, iusnaturalismo y al abordar el derecho que
se tiene del agua potable como conexidad al derecho a la vida, se establece como el inicio
hacia el establecimiento que se debe tener, y que tiene el ser humano, cuando de acceder a
los servicios públicos se trata, en el sentido del agua potable como el elemento vital de la
vida, por lo cual, al llegar a establecer los pronunciamientos que sobre la problemática del
agua potable como derecho a la vida, se citará un pronunciamiento de la Corte
Constitucional, donde establece tal conexidad, y para lo cual, se aborda el derecho al agua
potable como principio inicialmente jurisprudencial así:
DERECHO A LA VIDA-Derechos derivados tienen carácter de
fundamentales por conexidad. Si el derecho a la vida es fundamental, los
derechos que esencialmente se derivan de él, como la salud, también lo son
necesariamente bajo ciertas condiciones, y en razón de su conexidad,
emergen como fundamentales cuando su amenaza o vulneración representan
peligro o daño al derecho a la vida, de manera que es preciso ampararlo para
proteger aquél.22
El agua, fuente de vida, un derecho tutelado por la jurisprudencia
constitucional. Desde el inicio de su jurisprudencia, la Corte Constitucional
ha considerado que el derecho de toda persona al agua es un derecho
fundamental, que es objeto de protección mediante acción de tutela en
muchas de sus dimensiones. La primera sentencia de la jurisprudencia
constitucional que tuvo que ver con el derecho al agua y al saneamiento (T-
406 de 1992), se ocupó de un caso en el cual una Empresa de Servicios
Públicos había dejado a mitad de camino la reparación de un alcantarillado,
con lo cual, el tutelante no tenía ese servicio cerca a su casa, exponiendo su
salud y su integridad personal. (T-406/92 M.P Ciro Angarita Barón).23
21 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-406 de 1992. Ref. Exp. No. T-778. M.P. Ciro Angarita Barón. Bogotá,
junio 5 de 1992.
22 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-442 DE 1997. Ref. Exp. T-120.950 y T-124.621 (acumulados). M.P.
Hernando Herrera Vergara. Bogotá, Septiembre 16 de 1997.
23 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-418 de 2010. Ref. Exp. T-2528121. M.P. María Victoria Calle Correa.
Bogotá, 25 de mayo de 2010.
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Teniendo como punto de partida los citados conceptos, se parte que la vida como tal, tiene
unos elementos conexos, como lo es la salud, y por contera, como derecho fundamental
jurisprudencial del agua, su acceso, sus condiciones y la vulneración que representa en las
personas tal derecho, a lo cual seguidamente se citan algunas jurisprudencias que tienen
carácter de fuente de derecho, en el entendido que han de ser tomadas como norma,
siempre y cuando éstas no vayan a transgredir los principios constitucionales, y más aún
cuando el emisor, es la Corte Constitucional, como garante de los derechos establecidos en
la Carta, y por la cual acuden los colombianos, obteniendo la tutela de sus derechos
vulnerados.
Con el discurrir de la investigación la Corte Constitucional ha afirmado que el derecho a la
vida abarca no solamente, la supervivencia física, sino también una serie de condiciones en
las cuales se enmarca la vida del ser humano y su entorno, bajo el precepto de la dignidad y
el bienestar a que tiene derecho, dentro de un Estado constitucional democrático de
derecho, según lo establece la Constitución Política de 1991.
La Corte en este pronunciamiento tutelar, hace un análisis en cuanto a las obligaciones
estatales, enmarcadas dentro de un Estado Social de Derecho, al reconocer que el acceso al
agua que reclama una comunidad rural, la cual estaba siendo excluida del servicio por parte
del municipio al cual pertenece; la jurisprudencia reconoce en su fallo, que el agua es un
derecho fundamental que debe ser, y puede ser reclamado por medio tutelar, ya que es una
obligación que tiene el ente municipal, de proveer del líquido vital, aduciendo, no
solamente la jurisprudencia precedente, sino el marco internacional que sobre el mismo
tema se ha emitido, y que ha sido incorporado al orden jurídico vigente.
Por lo tanto, para allegar a tal concepto, se aborda el derecho al agua potable, primero con
una relación directa con el derecho a la salud y con la calidad de vida que tienen los
colombianos, cuando se considera que tal derecho condiciona su estado de salud, en
conexidad con el disfrute de una calidad de vida digna, a la vivienda adecuada, a la
alimentación, al medio ambiente sano y con el derecho a la prestación eficiente de los
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servicios públicos de acueducto y alcantarillado, como principio fundamental
constitucional.
SERVICIO PUBLICO DE ACUEDUCTO-Prioridad para consumo
humano/DERECHO A LA VIDA-Suministro de agua potable. El derecho al
agua, para el uso de las personas, en cuanto contribuye a la salud, a la
salubridad pública, y, en últimas, a la vida, SI es un derecho fundamental y
que, por el contrario, NO lo es cuando se destina a la explotación
agropecuaria o a un terreno deshabitado. Sin agua no se puede vivir, luego
lo lógico es que un acueducto construido para uso domiciliario del líquido
debe tener preferencialmente tal destinación. Lo razonable es atender
primero las necesidades domésticas de las familias que son socias o usuarias
del acueducto regional y, si hay un excedente de agua entonces si, de
manera reglamentada, se puede aprovechar excepcionalmente para otros
usos. Se deja en claro que la orden que se da en esta tutela obedece al
presupuesto de que existe escasez de agua para uso doméstico de los
usuarios del acueducto.24
En este sentido, la Corte declara que el agua SI ES UN DERECHO FUNDAMENTAL,
para el ser humano, motivo por el cual, cuando existen condiciones para su uso
domiciliario, ha tener prioridad hacia los usuarios, antes que cubrir cualquier otra
necesidad, o solicitud.
En la providencia citada, se hace alusión a los factores que tiene el elemento tutelado, como
factor objetivo que se estudia y el cual fue tutelado, a quienes se sintieron vulnerados en
tales derechos.
En tal sentido, la Corte ha defendido la doctrina del derecho colectivo a la salubridad
pública y al agua potable, puesto que de estos dos elementos se concatenan consecuencia
que al afectar o de ser vulnerados, se configuran como una violación y con consecuencias
directas hacia los derechos fundamentales, tales como la vida y la dignidad humana.
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-413 de 1995. Ref. Exp. T-71043. M.P. Alejandro Martínez Caballero.
Bogotá, 13 de septiembre de 1995.
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Teniendo en cuenta que aunque la Constitución Política de 1991, no considera ni otorga a la
salubridad el carácter de derecho fundamental, es claro que cuando se presentan situaciones
concretas de una persona en particular o de un grupo de individuos, tal desconocimiento
puede conducir a la amenaza o violación de tales derechos cuales son la vida y la salud.
Para lo cual se puede citar un pronunciamiento del año 1997, en los siguientes términos:
DERECHOS A LA SEGURIDAD, TRANQUILIDAD, SALUBRIDAD Y
MORALIDAD PUBLICAS-Fundamentales por conexidad. La Carta no
otorga a la seguridad, a la tranquilidad, a la salubridad y a la moralidad el
carácter de derechos fundamentales, frente a situaciones concretas, el
desconocimiento de éstos puede conducir a la amenaza o violación de uno o
varios derechos fundamentales como la vida, la intimidad personal y
familiar, la salud, la paz, etc. En estos casos, la protección puede ser
solicitada a través de la acción de tutela pues la afectación de los primeros
incorpora el derecho fundamental cuya protección se reclama.  Es lo que la
doctrina constitucional ha denominado derecho fundamental por conexidad;
es decir, cuando del desconocimiento de un derecho que no reviste las
característica de fundamental, se derive amenaza o violación de otro u otros
derechos fundamentales.25
La jurisprudencia citada, hace especial alusión al motivo de la presente investigación, toda
vez que allí se reitera, que aunque la Constitución Política de 1991, no prevé que el agua es
un derecho fundamental, acá se reitera la figura como fundamental, frente a situaciones
concretas, en cuanto a su desconocimiento por parte de las autoridades que tienen que ver
con el suministro del vital líquido, y en el caso de la conexidad que existe entre el derecho
al agua potable, con el derecho a la vida y a la salubridad pública, lo que es conveniente ver
desde otra óptica del derecho fundamental del suministro de agua, a lo cual la Corte,
doctrinó que:
DERECHOS FUNDAMENTALES-Vulneración por suministro de agua
contaminada. El comprobado suministro de agua contaminada y no apta
para el consumo humano por parte de las autoridades accionadas, constituye
un factor de riesgo y de vulneración de los derechos fundamentales a la
vida, la dignidad humana, la salud y el ambiente sano del actor y de los
25 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-476 de 1997. Ref. Exp. T-127.634. M.P.  Vladimiro Naranjo Mesa.
Bogotá, 25 de septiembre de 1997.
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habitantes del municipio, razón por la cual esta Sala decidirá a favor de la
protección constitucional de esas garantías.26
En este pronunciamiento, se está estableciendo que el suministro del agua debe de ser
acorde a la necesidad de las personas, cuando esta es recibida en estado de mala calidad, y
que no sea apta para el consumo humano. Por lo tanto, la jurisprudencia constitucional, ha
señalado el derecho al agua, de una parte como fundamental, aunado al derecho a la vida, la
salud y la salubridad públicas; a lo cual reiteró en el año 2002 lo siguiente:
DERECHO A LA VIDA-Suministro de agua potable. Es innegable que el
agua es un líquido esencial para la vida de los seres humanos,
encontrándose entonces en conexidad con el derecho fundamental a la vida,
pues la falta de ella, aun durante breves períodos de tiempo pone en serio
peligro la supervivencia, no sólo de los seres humanos, sino de todos los
seres vivos, se trata indiscutiblemente de una necesidad biológica de todo
ser viviente. El derecho a la obtención de agua potable para consumo
humano, se encuentra sujeto a una serie de regulaciones contempladas en la
ley o en los reglamentos, que deben ser respetadas por todos los asociados, a
fin de que la satisfacción de dicha necesidad básica, dada su conexidad con
el derecho a la vida, pueda satisfacer al mayor número de personas.27
En este pronunciamiento la Corte está reconocimiento que es innegable que el agua es  un
elemento esencial para la vida de las personas, y obviamente en conexidad con el derecho
fundamental a la vida, según lo preceptuado en el Art. 11º de la Constitución Política de
1991, ya que si se configura su ausencia, sin importar los “breves periodos de tiempo”, en
los cuales no exista su aprovisionamiento o suministro, lo que pone en peligro la vida de los
que la requieren, sin importar en lugar donde se encuentren, por lo cual se trata de una
“necesidad biológica”, inherente a las personas.
Finalmente, se referencia un pronunciamiento del año del año 2012, cuando la Corte
Constitucional, hizo otro pronunciamiento reiterativo, en cuanto al derecho al agua como
fundamental en los siguientes términos:
26 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-410 de 2003. Ref. Exp. T-697667. M.P. Jaime Córdoba Triviño. Bogotá,
22 de mayo de 2003.
27 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-636 de 2002. Ref. Exp. T-596699. M.P. Alfredo Beltrán Sierra. Bogotá, 9
de agosto de 2002.
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el derecho al agua es un presupuesto fundamental de otros derechos, por
ejemplo del derecho a la salud entendida ésta como “un estado de completo
bienestar físico, mental y social y no solamente la ausencia de afecciones y
enfermedades” (Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial
de la Salud, adoptada por la Conferencia Sanitaria Internacional, Nueva
York 1946.), la educación, puesto que para que un plantel educativo entre en
funcionamiento como mínimo debe contar con los servicios de acueducto y
electricidad; así mismo hace parte del derecho a un ambiente sano (Art. 79,
CP.), y de los derechos a la protección de la diversidad étnica y cultural
(Art. 7º CP.), teniendo en cuenta que algunas comunidades indígenas y
afrocolombianas tienen especiales vínculos con la naturaleza. En virtud de
lo anterior, esta Corte ha protegido el derecho al agua en su carácter
fundamental, de acuerdo con las garantías mínimas de disponibilidad,
accesibilidad, calidad y no discriminación en la distribución.28
Acorde con los pronunciamientos citados, es pertinente que tanto el legislador, como el
ejecutivo se pronuncien sobre el derecho al agua como fundamental, toda vez, que una vez
más se ha reiterado, que la Corte Constitucional ha venido legislando, a la falta de iniciativa
del Congreso, que como labor ha de cumplir el sentimiento y pronunciamiento de la
población, que en la mayoría de casos es la menos favorecida, ante la falencia en el
suministro del agua potable, lo cual no es el primer estudio que sobre el tema se lleva a
cabo, sino que se reitera, que las razones que tiene el ciudadano en común, o las
comunidades éstas se encuentran a la espera de tal pronunciamiento.
Por todo lo anterior, se tiene que la prioridad del agua potable como derecho fundamental
constitucional en Colombia, debe ser un hecho, al cual el legislador, como se cita
anteriormente, debe estar acorde, tanto con los pronunciamientos de la Corte
Constitucional, como con la doctrina institucional, que ha emergido de los organismos no
gubernamentales internacionales, a lo cual debe añadirse, que el Estado está en mora de
incidir con una política estatal, la protección de los recursos hídricos, ante las propuestas
mineras por parte de empresas internacionales, que quieren usurpar tales territorios, que son
fuentes hídricas protegidas por naturaleza.
28 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-312/12. Ref. Exp. T- 3.144.081. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. Bogotá,
26 de abril de 2012.
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3.1 LOS ORGANISMOS INTERNACIONALES Y SUS PRONUNCIAMIENTOS
SOBRE EL ACCESO AL AGUA POTABLE COMO DERECHO
FUNDAMENTAL
Al legar los pronunciamientos que sobre el derecho al agua como derecho fundamental por
parte de los organismos internacionales, la bibliografía puede ser suficiente, más no lo
suficientemente contundente, para que haya sido tenida en cuenta por parte del Estado
Colombiano, como por sus legisladores, u órganos competentes, para que sea declarado
como derecho fundamental y que sea declarado como tal, pero a nivel constitucional.
Sin embargo, existen pronunciamientos al respecto, donde se establece en otros ámbitos
jurídicos, que el vital líquido es un derecho no solamente fundamental, sino vital y debe ser
provisto por el Estado, a lo cual se trae como referencia los siguientes pronunciamientos:
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas
el 18 de diciembre de 1979 y firmada en Copenhague el 17 de julio de
1980”. Ratificada por Colombia mediante la ley 51 de 1981 y reglamentada
por el decreto No. 1398 de 1990.
La citada Convención establece en el “Art. 14, ordinal 2º, literal f, se dispone que el Estado
asegurará a las mujeres el derecho a “gozar de condiciones de vida adecuadas,
particularmente en l as esferas de (…) el abastecimiento de agua”
La ley 51 de 1981, establece en su Art. 14º numeral h que: “Gozar de condiciones de vida
adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios la
electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones.”29
Convención Sobre los Derechos del Niño. Adoptada y abierta a la firma y
ratificación por la Asamblea General en su Resolución 44/25, de 20 de
29 LEY 51 de 1981, "Por medio de la cual se aprueba la "Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer", adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979 y
firmada en Copenhague el 17 de julio de 1980". Diario Oficial 35794 de julio 7 de 1981
32
noviembre de 1989. Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de
conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política de 1991.
La Convención sobre los derechos del niño, en su Art. 24º, numeral c, establece que: “c)
Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la
salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro
de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y
riesgos de contaminación del medio ambiente”.30
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el cual se
establece el derecho a la libre determinación de todos los pueblos. En
virtud de este derecho, todos los pueblos pueden disponer libremente de
sus riquezas y recursos naturales, sin que en ningún caso pueda privarse a
un pueblo de sus propios medios de subsistencia. Igualmente el Pacto
establece el derecho a la vida como inherente a la persona humana, el cual
estará protegido por la ley. A juicio de la Defensoría del Pueblo, es
indiscutible que el derecho a la vida de todos los individuos requiere el
debido aprovisionamiento de agua segura y saneamiento.31
NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. Resolución aprobada por la Asamblea.
Sexagésimo cuarto periodo de sesiones. 64/292. El derecho humano al agua y al
saneamiento. 108ª sesión plenaria. 28 de julio de 2010
Teniendo presente el compromiso contraído por la comunidad internacional
de cumplir plenamente los Objetivos de Desarrollo del Milenio y
destacando, en este contexto, la determinación de los Jefes de Estado y de
Gobierno, expresada en la Declaración del Milenio, de reducir a la mitad
para 2015 el porcentaje de personas que carezcan de acceso a agua potable
o no puedan costearlo y, según lo convenido en el Plan de Aplicación de las
Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (“Plan de
Aplicación de las Decisiones de Johannesburgo”)18, reducir a la mitad para
2015 el porcentaje de personas que no tengan acceso a servicios básicos de
saneamiento, 1. Reconoce que el derecho al agua potable y el saneamiento
es un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos
los derechos humanos; 2. Exhorta a los Estados y las organizaciones
30 CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO. (En Línea) Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la
Asamblea General en su Resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989. Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de
conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política de 1991. (Citado el 4 de diciembre de 2012).
http://www.acnur.org/t3/fileadmin/scripts/doc.php?file=biblioteca/pdf/0021.
31 PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS, A.G. res. 2200A (XXI), 21 U.N. GAOR
Supp. (No. 16) p. 52, ONU Doc. A/6316 (1966), 999 U.N.T.S. 171, entrada en vigor 23 de marzo de 1976.
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internacionales a que proporcionen recursos financieros y propicien el
aumento de la capacidad y la transferencia de tecnología por medio de la
asistencia y la cooperación internacionales, en particular a los países en
desarrollo, a fin de intensificar los esfuerzos por proporcionar a toda la
población un acceso económico al agua potable y el saneamiento;32
De otro lado, el Protocolo de San Salvador, adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tiene
establecido en su Art. 11º el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano y a
contar con servicios públicos básicos: “Derecho a un Medio Ambiente Sano 1. Toda
persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos
básicos. 2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del
medio ambiente”.33
El Convenio Africano para la Conservación de la Naturaleza y los Recursos Naturales
compromete a los Estados, según su Art. 8.2 a: “garantizar a sus habitantes un
aprovisionamiento suficiente de agua apropiada adoptando al efecto medidas oportunas.”
En el contexto africano también se tiene que la Carta Africana de los Derechos y el
Bienestar del Niño de 1990, aduce en su Art. 14º que:
Salud y servicios médicos. Todo niño tiene derecho a disfrutar dl más alto
nivel posible de salud física, mental y espiritual. Los Estados Parte de la
presente Carta se comprometerán a conseguir la plena aplicación de este
derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: c)
garantizar el suministro de alimentos nutritivos adecuados y de agua
potable.34
32 NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. (En línea) Resolución aprobada por la Asamblea. Sexagésimo
cuarto periodo de sesiones. 64/292. El derecho humano al agua y al saneamiento. 108ª sesión plenaria. 28 de julio de
2010. (citado en diciembre 4 de 2012).
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/64/292&referer=http://www.un.org/es/ga/64/resolutions.shtm
l&Lang=S.
33 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. Departamento de Derecho Internacional. (en línea).
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales "Protocolo de San Salvador".  http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html. (citado en diciembre 4
de 2012).
34 ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS. Carta Africana sobre los
Derechos y el Bienestar del Niño, del 11 de Julio de 1990. http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/8025.pdf?view=1.
34
De otro lado, se tiene que la Organización de las Naciones Unidas, por medio del Comité
de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales, en su Observación General No. 15, hace
una interpretación del derecho al agua en el ámbito internacional en el siguiente contexto:
10. El derecho al agua entraña tanto libertades como derechos. Las
libertades son el derecho a mantener el acceso a un suministro de agua
necesario para ejercer el derecho al agua y el derecho a no ser objeto de
injerencias, como por ejemplo, a no sufrir cortes arbitrarios del suministro o
a la no contaminación de los recursos hídricos. En cambio, los derechos
comprenden el derecho a un sistema de abastecimiento y gestión del agua
que ofrezca a la población iguales oportunidades de disfrutar del derecho al
agua. 11. Los elementos del derecho al agua deben ser adecuados a la
dignidad, la vida y la salud humanas, de conformidad con el párrafo 1 del
artículo 11 y el artículo. 12. Lo adecuado del agua no debe interpretarse de
forma restrictiva, simplemente en relación con cantidades volumétricas y
tecnologías. El agua debe tratarse como un bien social y cultural, y no
fundamentalmente como un bien económico. El modo en que se ejerza el
derecho al agua también debe ser sostenible, de manera que este derecho
pueda ser ejercido por las generaciones actuales y futuras.35
En la concepción de este organismo internacional, dependiente de la Organización de las
Naciones Unidas, se puede percibir que, el derecho al agua tiene la misma importancia que
las garantías necesarias para que tenga una vigencia en el derecho a la vida adecuado;
según la norma citada, se tiene que el acceso al recurso hídrico es un derecho que se
encuentra íntimamente relacionado con los derechos a la salud, vivienda, alimentación
adecuada y a la vida misma, en condiciones dignas.
De igual forma el Comité en mención considera que el suministro suficiente de recursos
hídricos es una condición necesaria para el cumplimiento de las obligaciones consagradas
en el Pacto, en particular si se trata de combatir el hambre y las enfermedades como lo
dispone el Art. 6º, el cual hace referencia igualmente a la Cumbre Mundial sobre el
Desarrollo Sostenible, Plan de Aplicación de 2002.
35 COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Observación general No. 15. El derecho
al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) E/C.12/2002/11, 29º
período de sesiones (2002). http://www.solidaritat.ub.edu/observatori/general/docugral/ONU_comentariogeneralagua.pdf.
35
3.2 EL DERECHO AL AGUA POTABLE SEGÚN EL BLOQUE DE
CONSTITUCIONALIDAD
Al hacer referencia al llamado “bloque de constitucionalidad”, se ha de hacer, teniendo en
cuenta que allí se encuentran todos los convenios o tratados en los cuales Colombia, o bien
es adherente, o bien es signatario, de acuerdo con los postulados de la Constitución Política
de 1991 que en su Art. 93º, establece, que todos los tratados referidos, han de tener rango
constitucional, acorde con la ley que los ratifique por parte del Congreso de la  República, y
con la exequibilidad por parte de la Corte Constitucional, en el entendido que:
BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD-Normas que lo integran. En
principio, integran el bloque de constitucionalidad en sentido lato: (i) el
preámbulo, (ii) el articulado de la Constitución, (iii) algunos tratados y
convenios internacionales de derechos humanos (C.P. art. 93), (iv) las leyes
orgánicas y, (v) las leyes estatutarias. Por lo tanto, si una ley contradice lo
dispuesto en cualquiera de las normas que integran el bloque de
constitucionalidad la Corte Constitucional deberá retirarla del ordenamiento
jurídico, por lo que, en principio, los actores tienen entonces razón en
indicar que la inexequibilidad de una disposición legal no sólo se origina en
la incompatibilidad de aquella con normas contenidas formalmente en la
Constitución.36
Al hacer referencia al Art. 93 de la Carta, allí se preceptúa que tanto los tratados, como los
convenios internacionales que reconozcan los derechos humanos y que prohíben su
limitación en los estados de excepción, debidamente aprobados por el Congreso, son parte
de la Constitución Política.
3.2.1 Bloque de Constitucionalidad. Es en este sentido que la Carta del 91, pondera el
derecho al agua y establece la obligación que tiene el Estado, en cuanto a su
reconocimiento como derecho fundamental, así no tenga un acápite que lo establezca de
forma concreta. A pesar de eso las normas establecidas en los instrumentos internacionales
36 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-582 de 1999. Ref. Exp. D-2308. M.P. Alejandro Martínez Caballero.
Bogotá, 11 de agosto de 1999.
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que sobre los derechos humanos han sido ratificados por Colombia y en concordancia con
los pronunciamientos de los organismos internacionales, que al tenor del tema tiene y
establecen la aplicación de tales tratados o convenios.
Ahora bien, al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se le considera
como el órgano interpretativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y
Culturales (PIDESC); a lo cual en la interpretación de los artículos 11 y 12, expide la
Observación General No. 15 sobre el derecho al agua, lo cual ha sido corroborado por la
jurisprudencia de la Corte Constitucional37;
3.3 EL AGUA POTABLE COMO DERECHO HUMANO
La búsqueda del establecimiento del derecho al agua como un derecho humano, es la de
garantizar que cada persona, sin importar su origen, étnica o religión, pueda tener una
cantidad mínina de agua potable, que sea suficiente para cubrir las necesidades vitales que
como ser humano necesita, incluida la necesaria para su estado de salud, y por ende para
satisfacer sus necesidades, que en muchos casos pueden ser las básicas insatisfechas, y en
otros como esencial para la preparación de su alimentación, higiene o la que utilice en sus
cultivos, cuando se encuentra en el área rural; a lo cual la Corte Constitucional hizo un
pronunciamiento en la sentencia T-413 de 1995, que ya ha sido citada.
El derecho fundamental al agua potable tiene su principio real y por ende establecido,
puesto que es inherente a la persona, por lo cual a nadie se le puede privar del acceso
suficiente al líquido para satisfacer sus necesidades fundamentales. Ese derecho debe
favorecer el ejercicio pleno del uso del agua potable, como fundamental, es cierto, pero las
entidades públicas deben de adoptar las medidas básicas necesarias, para que este derecho
sea real, teniendo en cuenta que las entidades estatales deben; primero que todo mejorar la
calidad del agua potable, en todos los sectores, sin distingos de estratificación.
37 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias T-568 de 1999, C-010 de 2000, T-1319 de 2001, C-671 de 2002, T-558 de
2003, y T-786 de 2003, entre otras.
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La conceptualización que se ha venido desarrollando en el documento, ha considerado que
el derecho al agua potable, debe hacer parte de los derechos humanos fundamentales, y
cuyo reconocimiento ha de ser el resultado de las necesidades mismas de las personas, y
cuyo objetivo primordial, cuando sea declarada como fundamental, es el de lograr un
mejoramiento en la calidad de vida, de una parte, y de otro lado, el de cubrir las
necesidades básicas insatisfechas, en las cuales se encuentran la salud, la alimentación y
por ende, el propio desarrollo, o crecimiento sano de los menores de edad.
Lo anterior teniendo en cuenta que la Corte Constitucional38 define el derecho al agua en
cuanto a su uso personal, y que éste contribuye al mejoramiento de la salud de todo el
conglomerado familiar.
Aunado a lo anterior, se tiene un pronunciamiento emanado de las Naciones Unidas, del
año 2003, cuando emitió la Observación General No. 15º, reconociendo el derecho al agua,
como indispensable para vivir dignamente, como elemento previo de los demás derechos
humanos, así:
El garantizar que todos tengan acceso a servicios de saneamiento adecuados
no sólo reviste importancia fundamental para la dignidad humana y la vida
privada, sino que constituye uno de los principales mecanismos para
proteger la calidad de las reservas y recursos de agua potable. El derecho a
la salud y el derecho a una vivienda adecuada (véanse las Observaciones
generales No. 4 (1991) y No. 14 (2000)) impone a los Estados Partes la
obligación de ampliar progresivamente unos servicios de saneamiento
salubres, en particular a las zonas rurales y las zonas urbanas
desfavorecidas, teniendo en cuenta las necesidades de las mujeres y los
niños.39
38 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencias T-578 de 1992, T-232 de 1993, T-413 de 1995,
39 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. (En línea) Observación general No. 15. El derecho al agua
(artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). E/C.12/2002/11. 29º período
de sesiones (2002). (citado en mayo 22 de 2013).
http://www.solidaritat.ub.edu/observatori/general/docugral/ONU_comentariogeneralagua.pdf.
38
En el documento citado, con un compendio de más de cien páginas, allí se establece un
contenido normativo, en cuanto al derecho al agua como un objetivo primordial a todos los
Estados,  quienes deben de proveer del vital líquido a todos los habitantes, sin tener ningún
tipo de racionamiento, discriminación, e inclusive, el facilitar su acceso.
De otro lado, teniendo en cuenta el marco que define el agua potable como un derecho
fundamental, según el bloque de constitucionalidad, y según los pronunciamientos de los
organismos internacionales, cualquier conceptualización al respecto, ha de tenerse como de
aquellas que han de reivindicar en cualquier aspecto, que el derecho al agua potable, es
fundamental e inherente a la vida del ser humano.
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CAPÍTULO IV
4. EL AGUA COMO FUENTE DE LA VIDA PARA LA POBLACIÓN
Considerando que el agua hace parte de la vida misma del ser humano, y dadas las
funciones que el vital liquido realiza dentro del organismo, lo cual permite que el ser
humano pueda vivir; hace que el agua juegue un rol de primera necesidad y de vital
preponderancia, frente a cualquier otro elemento que exista en torno a la vida misma del ser
humano y de cualquier comunidad que se precie de vivir en una sociedad muchas veces con
necesidades básicas insatisfechas, y dentro de un Estado Social Democrático de Derecho.
Teniendo en cuenta que el agua representa en el cuerpo humano el 75% de su peso, se
encuentra en todos los tejidos, en la membrana de cada célula, los componentes fluidos
corporales como la saliva, la sangre, los jugos gástricos, etc., lo que hace que dicho
elemento se encuentre en todo su cuerpo y cualquier reacción química que ocurra dentro del
organismo tienen el agua como solvente. Todos los nutrientes y desechos utilizan el agua
como medio de transporte, bien para ser ingeridos, o bien para su expulsión.
El agua como fuente de vida para la población, tiene como fin garantizar a todos los seres
humanos una cantidad mínima vital, tanto de buena calidad como suficiente, a fin de
satisfacer sus necesidades básicas de vida y de salud, es decir, que le permita solventar esa
necesidad en el entendido de poder preparar su alimentación, como bebida, higiene e igual
según su entorno, donde el agua es elemento vital en la producción de cultivos para su
subsistencia, lo que se puede corroborar desde el punto de vista doctrinal por parte de la
Corte Constitucional, que en su momento adujo:
DERECHO AL AMBIENTE SANO-Suministro de agua
potable/DERECHO A LA VIDA/DERECHO A LA SALUD. Siendo el
40
agua un elemento esencial del ambiente, su preservación, conservación, uso
y manejo está  vinculado con el derecho que tienen todas las personas a
gozar de un ambiente sano; aparte de que la conservación de la calidad de
las aguas, su aptitud, disponibilidad y suficiencia para el consumo humano,
se consideran esenciales para asegurar el goce y vigencia de los derechos
fundamentales a la salud y a la vida y los demás que se derivan de estos.40
Por lo anterior, el agua y el derecho como fuente de vida, no se refiere solamente a su
consumo mínimo vital, sino que logre superar la cantidad suficiente para cubrir esas
necesidades básicas y que son esenciales en la vida del ser humano, a lo cual la Corte
Constitucional en providencia del año 1995, adujo: “"El agua siempre ha estado en el
corazón de los hombre y en la base de las civilizaciones. Se puede pasar varios días sin
comer, pero sin beber es imposible sobrevivir unos pocos. En el cuerpo humano el 96% de
la linfa es agua, hay el 80% en la sangre, las dos terceras partes de los tejidos también
contienen agua….” 41
Desde otra perspectiva, se tiene que nadie puede ser privado de la cantidad suficiente de
agua para satisfacer sus necesidades fundamentales, todo ser humano sin discriminación de
raza, credo o etnia, debe ser favorecido con el acceso al agua potable y permitirle el pleno
ejercicio del derecho que se tiene a tan vital elemento, como básico para su supervivencia y
la de su familia o entorno donde se desarrolle.
El derecho al agua como fuente de vida para la población se debe considerar como de
aquellos derechos que hacen parte de los llamados derechos humanos fundamentales, y
cuyo reconocimiento y garantía no debe tener ninguna discusión, puesto que resulta ser un
elemento que hace parte de la vida misma.
Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, se pregona que el agua es esencial para la
vida. Sin embargo, es escasa para millones de personas en todo el mundo, miles de niños
40 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-379 de 1995. Ref. Exp. T- 61500. M.P. Antonio Barrera Carbonell.
Bogotá, D.C., agosto 28 de 1995.
41 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-413 de 1995. Ref. Exp. T-71043. M.P. Alejandro Martinez Caballero.
Bogotá D.C., 13 de septiembre de 1995.
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mueren a diario por enfermedades transmitidas por el agua insalubre, o en malas
condiciones de potabilidad, sin tener en cuenta las épocas de sequía que puede llegar a
perjudicar amplios sectores de la población, en especial la rural, a donde dicho derecho no
se encuentra establecido como elemento esencial y provisto como servicio público.
Ahora bien, teniendo en cuenta que el agua es un elemento indispensable para la salud y
para la vida de cualquier tipo de población, ésta puede llegar a ser perjudicial cuando por
causas naturales o de tratamiento no se encuentra apta para el consumo humano, ya sea por
motivos de contaminación, o por que no existe forma de ser tratada, y es allí donde el agua
como fuente de vida, no se encuentra acorde con los postulados que la vida misma le exige
y que por motivos ajenos a quienes están desprovistos de tan vital líquido no tiene el acceso
que como derecho le es esquivo y que les pertenece.
4.1 EL ACCESO AL AGUA POTABLE COMO OBJETIVO FUNDAMENTAL
Teniendo en cuenta que el marco constitucional no contempla de manera expresa el
derecho al agua potable como derecho fundamental, si se reconoce de manera general el
derecho a la salud y el derecho al medio ambiente sano, y se enmarcan responsabilidades
para el Estado frente al suministro de agua potable dentro del llamado ambiente sano.
Ahora bien, el derecho al acceso al agua potable como derecho se encuentra
constitucionalmente establecido en los artículos 49 que hace referencia a la salud en general
y al saneamiento ambiental; en el Art. 79º, en lo relativo al ambiente sano y, en el Art. 366
hace referencia en el siguiente contexto constitucional:
Art. 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la
población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de
su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de
educación, de saneamiento ambiental y de agua potable.
Para tales efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las
entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre
cualquier otra asignación.
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En el presente articulado, allí se establece como finalidades sociales del Estado, el bienestar
general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población; para su logro, se constituye
como objetivo fundamental de la actividad del Estado, la solución de las llamadas
necesidades básicas insatisfechas, la salud, educación, saneamiento ambiental y finalmente
el primordial el agua potable.
Como se puede apreciar, el derecho al agua potable es de materia prioritaria frente al gasto
público, establece la Carta que el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida
de la población son finalidades del Estado, siendo objetivo fundamental, entre otras, el
saneamiento ambiental y el agua potable a las actividades del Estado: a) por ser institución
antológica o finalística, b) no taxativamente.
Por lo cual, el derecho al agua potable y el saneamiento básico tienen su respectivo
respaldo en los postulados constitucionales citados, más concretamente en los llamados
fines del Estado, en “los derechos económicos, sociales y culturales y en lo concerniente a
los llamados derechos colectivos y del medio ambiente.
Al hace referencia al articulado No. 49º, de la Carta, se tiene que allí se dispone de la
atención a la salud y el saneamiento ambiental como servicios públicos a cargo del Estado
y por lo cual le corresponde asegurar la prestación de forma eficiente.
En lo concerniente al Art. 79º, el citado constitucional consagra el derecho a un medio
ambiente sano como un derecho colectivo, teniendo en cuenta que el saneamiento
ambiental se enmarca dentro de los llamados servicios públicos, cuya prestación se
encuentra como una actividad estatal, ya que así lo dispone el Art. 366º, el cual bien vale la
pena tener en cuenta, dado el pronunciamiento llevado a cabo por la Corte Constitucional
en el año 1997, cuando adujo:
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Conforme lo establece el artículo 79 de la Carta Fundamental, todas las
personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano, constituyendo un
deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el
logro de dichos fines.
Este derecho se concibe como un conjunto de condiciones básicas que
rodean a la persona y le permiten su supervivencia biológica e individual, lo
cual garantiza a su vez su desempeño normal y su desarrollo integral en el
medio social. En este sentido, el ambiente sano es un derecho fundamental
para la supervivencia de la especie humana; sin embargo, la vulneración del
mismo conlleva en determinados casos, al quebrantamiento de derechos
constitucionales fundamentales como la vida o la salud. Por consiguiente,
como lo dispuso el constituyente de 1991, el Estado debe garantizar el
derecho a gozar de un ambiente sano y adoptar las medidas encaminadas a
obtener el mejoramiento de la calidad de vida de la población y el
aseguramiento del bienestar general, a fin de evitar que se causen daños
irreparables a la persona, ya que en tales circunstancias, dicho derecho es
susceptible de ser protegido, como se ha expuesto, a través del ejercicio de
la acción de tutela.42
Habiendo quedado expuesto, que a pesar de que la Constitución Política de 1991, no
considera el acceso al agua potable como fundamental, este hecho reviste especial interés,
en el sentido que la jurisprudencia emanada de la Corte Constitucional, ha establecido que
el DERECHO AL AGUA SI ES FUNDAMENTAL, a lo cual se puede remitir a las
sentencias que se encuentran citadas dentro del presente documento, pero al margen de lo
preceptuado por la Corte Constitucional, si no existiera el agua como elemento vital del ser
humano, este carecería de vida.
En este contexto, hace falta que el legislador de turno tome conciencia en cuanto a las
prioridades que tienen los colombianos, en cuanto al acceso al agua potable, como derecho
fundamental, siendo enmarcado tal derecho, no solamente a nivel jurisprudencial, sino por
los pronunciamientos de los organismos internacionales no gubernamentales, que han sido
citados, y que dan el aval, para que tal derecho sea tenido en cuenta, pero como principio o
derecho constitucional fundamental.
42 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-442 de 1997. Ref. Exp. T-120.950 y T-124.621. M.P. Hernando Herrera
Vergara. Bogotá, D.C., Septiembre 16 de 1997.
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En ese orden de ideas, habría de sentarse el precedente, tanto doctrinario, jurisprudencial,
normativo internacional, enmarcado dentro del bloque de constitucionalidad, que el derecho
o acceso al agua potable debe ser declarado como fundamental, sin temor a ir en contra de
la Carta del 91, por el contrario, sería un establecimiento que irá acorde con las necesidades
básicas insatisfechas, por la cual la población más vulnerable, sufre en la prestación u
obtención de tal servicio.
Entre los pronunciamientos recientes que ha hecho la Corte Constitucional, sobre el
derecho al agua potable como fundamental, se tienen las siguientes sentencias:
o T-242 de 2013. Expediente T-3.718.557 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. Tema:
DERECHO FUNDAMENTAL AL AGUA-Obligaciones del Estado para garantizar
disponibilidad, accesibilidad y calidad del servicio de agua/DERECHO
FUNDAMENTAL AL AGUA-Protección internacional
o T-077 de 2013. Expediente T-3.646.858. M.P. Alexei Julio Estrada. Tema:
DERECHO FUNDAMENTAL AL AGUA-Obligaciones del Estado para garantizar
disponibilidad, accesibilidad y calidad del servicio de agua/DERECHO
FUNDAMENTAL AL AGUA-El Estado debe garantizar a todas las personas por lo
menos unos niveles mínimos esenciales.
o T-188 de 2012. Expediente T-3.257.343. M.P. Humberto Sierra Porto. Tema:
DERECHO FUNDAMENTAL AL AGUA-Obligaciones del Estado para garantizar
disponibilidad, accesibilidad y calidad del servicio de agua
o T-928 de 2011. Expediente T-3.105.119 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. Tema:
DERECHO AL AGUA POTABLE-Orden al Acueducto para que reconecte el
servicio de agua donde residen sujetos de especial protección constitucional y
garantice el suministro diario por lo menos de 50 litros de agua potable por persona
o T-552 de 2011. Expediente T-2.994.681 M.P- Jorge Ignacio Pretelt Ch. Tema:
DERECHO AL CONSUMO DE AGUA POTABLE-Línea jurisprudencial sobre el
rango de fundamental.
o T-740 de 2011. Expediente T-2.438.462 M.P. Humberto Sierra Porto. Tema:
DERECHO FUNDAMENTAL AL AGUA-Obligaciones del Estado para garantizar
disponibilidad, accesibilidad y calidad del servicio del agua
o T-616 de 2010. Expediente T-2.456.550. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. Tema:
DERECHO AL AGUA-Corte Constitucional ha protegido por vía de tutela
diferentes aspectos
o T-381 de 2009 Expediente T-2104916 M.P. José Ignacio Pretelt. Tema: ACCION
DE TUTELA PARA EL DERECHO AL CONSUMO DE AGUA POTABLE-
Procede solamente cuando se relaciona con la vida, la salud y la salubridad de las
personas
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En las referidas sentencias que ha emitido el ente constitucional, se puede evidenciar y
corroborar, que allí el agua ha sido declarada como un “derecho fundamental”, lo que
significa que la jurisprudencia sigue y seguirá legislando, ante el poco interés que ha
mostrado el Congreso.
La citación de las anteriores sentencias, es para dejar en claro, que aún que no se toman en
su contexto para analizarlas, se citan a manera de ejemplo, de hasta donde ha llegado el
reclamo de los colombianos, para que dicho elemento sea declarado como fundamental,
pero desde el punto de vista constitucional, hecho que aún se espera por parte del
legislativo, e incluso, por iniciativa del ejecutivo, a quien también le compete tal
obligación.
4.2 EL AGUA POTABLE EN EL MARCO JURÍDICO DISTRITAL
Teniendo en cuenta el espíritu que tiene la política pública distrital sobre el derecho al agua,
como fundamental y acorde con lo establecido en el acuerdo 347 del año 2008, donde se
tiene como objeto principal el de:
Establecer los lineamientos para una política pública de la gestión y
administración del agua en el DC, a fin de recuperar y conservar el
equilibrio natural del ciclo hídrico del mismo y asegurar que los habitantes
satisfagan sus necesidades actuales sin comprometer las de generaciones
futuras.43
4.2.1 Resoluciones y Decretos en Bogotá. El marco normativo, entendido éste en cuanto
a resoluciones, decretos o normativas, que hacen del agua potable, su razón de ser y la
existencia vigente, hacen seguramente, de Bogotá, una ciudad que debe pensar hacia el
futuro, no sólo inmediato, sino a largo plazo, para lo cual, los gobiernos de turno han tenido
43 ACUERDO 347 de diciembre 23 de 2008. "Por el cual se establecen los lineamientos de la política pública del agua en
Bogotá, D. C.". El Concejo De Bogotá, D. C., En uso de sus atribuciones establecidas en la Constitución Política en sus
artículos 313, 366 y el artículo 12 numeral 7 del Decreto Ley 1421 de 1993. Registro Distrital 4125 de diciembre 26 de
2008.
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el tiempo suficiente, para estudiar y analizar la problemática, que envuelve a una población
de más de siete millones de habitantes, y quienes deben de tener una seguridad, al menos
normativa, en cuanto a su manejo, distribución y preservación del líquido vital a las
personas consideradas en condiciones de fragilidad.
La investigación propuesta en cuanto al derecho al agua potable, como un derecho
fundamental, es elemento de juicio, para sentar, desde la academia la propuesta que ese
derecho, deba considerarse “fundamentalmente constitucional”, pues aunque la
jurisprudencia colombiana así lo ha definido, el legislador, y el ejecutivo de turno, no han
tenido la voluntad política de llevar el marco jurídico interno, al nivel de los
pronunciamientos de los organismos internacionales, y más aún, a estar acorde con las
mismas necesidades de la población en general.
En este sentido la administración distrital, ha emitido un decreto, que a la luz de la
sociedad, a la que está dirigida, ha de ser un alivio en sus egresos mensuales y, como una
norma que según las facultades que el Alcalde ostenta, han de tomarse como de
contribución al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la capital, que se
encuentren en los estratos sociales 1 y 2 respectivamente así:
o DECRETO 064 DE FEBRERO 15 DE 2012. "POR EL CUAL SE MODIFICA PARCIALMENTE EL
DECRETO 485 DE 2011, SE RECONOCE EL DERECHO AL CONSUMO MÍNIMO VITAL DE
AGUA POTABLE A LOS ESTRATOS 1 Y 2 DE USO RESIDENCIAL Y MIXTO Y SE TOMAN OTRAS
DETERMINACIONES". EL ALCALDE MAYOR DE BOGOTÁ, D.C. EN USO DE SUS
FACULTADES LEGALES, EN ESPECIAL LAS CONFERIDAS POR EL NUMERAL 3° Y 4º DEL
ARTÍCULO 38 Y 53 DEL DECRETO LEY 1421 DE 1993; EN CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO
347 DE 2008. REGISTRO DISTRITAL 4837 DEL 16 DE FEBRERO DE 2012. PUBLICADO EN
EL REGISTRODISTRITAL 4837 DE FEBRERO 16 DE 2012.
Las facultades que tiene la primera autoridad distrital para tomar decisiones, que han de
favorecer o no a un determinado grupo social, no tiene que ser motivo de discriminación, o
de interrogante, dado que si existe un valor por un servicio público que se utiliza, también
ha de existir ese mismo valor, cuando se cederlo, o donarlo se trata.
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Al establecer seis metros cúbicos de agua potable, en calidad de “gratuitos” para la
población que se encuentra en los estratos sociales 1 y 2, se ha dado el primero paso, por así
decirlo, y se debe aceptar, de que por primera vez, un funcionario distrital, establece que “el
agua es un derecho fundamental”, a partir de un decreto, el cual puede ser derogado, o en su
defecto, modificado, según las políticas de turno, de quien desee hacerlo, es un decreto que
estratifica a los residentes en la capital en un derecho, en este caso fundamental.
La expedición de la norma citada, la hace el burgomaestre, teniendo en cuenta la necesidad
de los estratos 1 y 2, como aquellos que tienen o padecen del abastecimiento del preciado
líquido, pero al mismo tiempo, utilizando unos subsidios, si así se les puede llamar, al
menor ingreso que tendría la Empresa de Acueducto de Bogotá, por medio de este decreto o
acuerdo público entre la Empresa de Acueducto y la Alcaldía.
Una vez más, dentro de una democracia participativa, y en consolidación con el llamado
Estado Social de Derecho, y más aún, la decisión política de atender a la población menos
favorecida en una necesidad básica, va concatenada con los lineamientos de los organismos
internacionales no gubernamentales, los cuales han tenido su concepto dentro del presente
documento; en el sentido de decretar el uso del agua potable como un derecho básico.
El decreto 064 del 2012, tiene como objetivo primordial y básico, el mejorar los ingresos de
las familias menos favorecidas, obteniendo por ende una capacidad de consumo de agua
potable, a cual no les va a incrementar, ni mucho menos a afectar el valor de las cuentas
que por este concepto deben de cancelar.
La asignación de tal subsidio, si así se le puede denominar, es acorde con los ingresos que
tiene la Empresa de Acueducto de Bogotá, teniendo en cuenta, que es una empresa de las
más rentables y sostenibles que tiene el Distrito Capital, dado que dispone de una capacidad
de endeudamiento, según el portal Internet de la Empresa de Acueducto de Bogotá,
consultado en mayo 8 de 2013 así:
48
La sociedad calificadora de valores Fitch Ratings Colombia S.A  ratificó la
calificación AAA con perspectiva estable a la Empresa de Acueducto y
Alcantarillado de Bogotá. Esta calificación cobija a la tercera emisión de
bonos por $70.000 millones, cuarta emisión de bonos por $90.000 millones
y quinta emisión de bonos por $110.000 millones, realizada por esta
empresa bogotana de servicios públicos.
Según la calificadora, “esta calificación representa la máxima asignada por
Fitch Ratings Colombia en su escala de calificaciones domésticas y se
asigna a la mejor calidad crediticia respecto de otros emisores o emisiones
del  país; normalmente corresponde a las obligaciones financieras emitidas o
garantizadas por el Gobierno”.
Fitch Ratings Colombia S.A  destaca en su calificación, el intensivo
programa de inversión en obras, el sólido perfil financiero, adecuado nivel
endeudamiento, robusta posición de liquidez y fuertes métricas de
protección crediticia de la Empresa de Acueducto de Bogotá.44
La expedición del decreto 064/12, tiene un transfondo, del cual no se han escuchado, ni
críticas, ni mucho menos favorecimientos a la norma, toda vez que esta está acorde con los
lineamientos internacionales, y le da una voz de alerta a la Constitución Política de 1991,
en el sentido que el legislativo, y el ejecutivo, han dejado de emitir su sentir, en que el agua
potable es un derecho fundamental básico.
También se puede conceptuar, que la expedición de la norma en comento, ha de tenerse
como de aquellas que se encierran como “populistas electoreras”, dado las perspectivas que
tiene el burgomaestre, hacia una eventual candidatura presidencial; también, que dicha
medida no es financiable, a pesar de tener el aval anteriormente citado.
o DECRETO 485 DE NOVIEMBRE 3 DE 2011. "POR EL CUAL SE ADOPTA EL
PLAN DISTRITAL DEL AGUA" LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ,
D.C. DESIGNADA. EN USO DE SUS FACULTADES LEGALES, EN ESPECIAL
LAS CONFERIDAS POR EL NUMERAL 3° Y 4º DEL ARTÍCULO 38 Y 53 DEL
DECRETO LEY 1421 DE 1993 Y EN CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO 347 DE
2008.
44 RATIFICAN CALIFICACIÓN AAA. AL ACUEDUCTO DE BOGOTÁ, (en línea). Fitch Ratings Colombia S.A.
(consultado en mayo 8 de 2013). http://www.acueducto.com.co/wpsv61/wps/html/resources/EAAB_CA.pdf.
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En su momento la Alcaldesa designada, firmó el decreto en  mención, donde hace una
designación igual a la del decreto 064 de febrero 15 de 2012, en cuanto a la cantidad de
agua potable en el sentido de subsidiar hasta seis metros cúbicos a los estratos menos
favorecidos, en los siguientes términos:
Art. 4º Mínimo Vital de Agua Potable. El Distrito Capital reconocerá una
cantidad de agua potable medida en metros cúbicos para asegurar a las
personas una subsistencia digna con el fin de satisfacer sus necesidades
básicas de alimentación, salubridad y saneamiento básico, la cual se ha
fijado en 6 metros cúbicos mensuales a cada suscriptor del servicio de
acueducto, localizado en su jurisdicción, perteneciente a la clase de uso
residencial, cuya vivienda corresponda al estrato socioeconómico 1, de
acuerdo con los criterios señalados en el Plan Distrital del Agua
"Compromiso de Todos" y su documento técnico soporte.
Se puede apreciar, que el objetivo, es el mismo que tiene la ley 064 del 2012, y a la cual se
le ha venido haciendo halagos, en cuanto a la destinación que tiene la norma del año 2012,
como elemento subsidiado a los estratos menos favorecidos. Significando con esto, que el
Alcalde anterior, ya había establecido dicho subsidio, al cual en su momento no se le dio la
relevancia o importancia, que al expedido en el año 2012.
La norma 485/2011, utilizó los elementos que le brindó el acuerdo No. 347 del año 2008,
donde se establecía que la Administración Distrital debía desarrollar los instrumentos de
gestión social encaminados hacia la población capitalina, que en condiciones de fragilidad
y, que siendo de aquellas consideradas con las “necesidades básicas insatisfechas”,
debieran de ser beneficiadas con una cantidad mínima vital de agua potable.
Hecho que se llevó a cabo con la expedición del citado decreto 485/2011, estableciéndose
una garantía para los usuarios, y allegando a lo establecido en la Constitución Política de
1991 como una garantía de los derechos constitucionales fundamentales; en este último
sentido, haciendo eco a los pronunciamientos de la Corte Constitucional, y con el objetivo
50
primordial de hacer una inversión en lo social, atendiendo a lo establecido dentro de un
Estado Social de Derecho.
En su momento la Alcaldesa Designada, acató lo preceptuado por la Corte Constitucional,
que en varias sentencias (T-546 de 2009, T-614 de 2010 y T-092 de 2011.), donde el ente
constitucional hacía referencia la protección especial que se debe de tener hacia la
población calificada como aquella con las necesidades básicas insatisfechas, calificadas
como “de excepción”, en cuanto a la situación económica de las personas catalogadas como
tal.
La norma 485/11, en su objetivo establece, como se ha dicho el mínimo vital de agua
potable en seis metros cúbicos mensuales por suscriptor, cuando este es utilizado en el
medio doméstico, entendido este como aquel que involucra las necesidades básicas de
alimentación, salubridad y saneamiento básico, a fin de lograr una mejor calidad de vida.
o DECRETO 456 DE DICIEMBRE 23 DE 2008. "POR EL CUAL SE REFORMA EL
PLAN DE GESTIÓN AMBIENTAL DEL DISTRITO CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS
DISPOSICIONES". REGISTRO DISTRITAL 4124 DE DICIEMBRE 24 DE 2008.
REGISTRODISTRITAL 4124 DE DICIEMBRE 24 DE 2008.
OBJETIVOS DE CALIDAD AMBIENTAL: Calidad del agua y regulación hidrológica:
Contribuir en la recuperación y mantenimiento de la calidad fisicoquímica
y biológica del agua en los humedales, lagos, ríos, quebradas, canales y
reservas subterráneas del territorio distrital y la regulación hidrológica de
las cuencas, conforme a las normas vigentes.
OBJETIVOS DE ECOEFICIENCIA. Uso eficiente del agua: Propender por el
mantenimiento de la oferta natural de agua mediante la conservación de
los ecosistemas reguladores y el ciclo hidrológico regional y promover el
consumo racional del recurso, la promoción de alternativas de
producción más limpia y la sostenibilidad del desarrollo.
Con la expedición del decreto 456 del año 2008, la Alcaldía Mayor de Bogotá, estableció
los instrumentos básicos, si se quiere, a fin de establecer una Política Pública Ambiental
Distrital. Allí se identifican los factores que inciden en la preservación, conservación y
utilización de los recursos naturales, de igual forma, sus causas, efectos y elementos
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disponibles, que permiten solucionar problemas inherentes al medio ambiente, cuando este
se encuentra afectado.
Para llevar a cabo la política pública ambiental, el decreto en mención en su Art. 19º
estableció que “La Secretaría Distrital de Ambiente elaborará y publicará el documento
técnico de soporte del Plan de Gestión Ambiental del Distrito Capital cuyas líneas básicas
se determinan en el presente Decreto, reformado para el período 2008 – 2038 (…)”. Para lo
cual se adoptó a la resolución No. 3514 de 201045 emitida por la Secretaría Distrital de
Ambiente.
En dicha resolución, la Secretaría Distrital de Ambiente, adopta el “documento técnico del
plan de gestión ambiental PGA”, documento que tiene establecidos unos lineamientos
técnicos, o “Instructivo General de Gestión Ambiental”. Allí se establecen los grupos de
entidades Distritales que forman parte del “Sistema Ambiental del Distrito Capital”; según
los instrumentos operativos de planeación ambiental, como política de fortalecimiento
institucional.
o ACUERDO 347 DE DICIEMBRE 23 2008. "POR EL CUAL SE ESTABLECEN LOS
LINEAMIENTOS DE LA POLÍTICA PÚBLICA DEL AGUA EN BOGOTÁ, D. C." EL CONCEJO DE
BOGOTÁ, D. C., EN USO DE SUS ATRIBUCIONES ESTABLECIDAS EN LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA EN SUS ARTÍCULOS 313, 366 Y EL ARTÍCULO 12 NUMERAL 7 DEL DECRETO LEY
1421 DE 1993. REGISTRODISTRITAL 4125 DE DICIEMBRE 26 DE 2008.
El Acuerdo referido, establece los lineamientos de la “política pública del agua en Bogotá”,
allí se crean  tales instrumentos, que serían las bases para un posterior decreto, en el cual se
garantizaría el agua potable para los suscriptores que se encontraran catalogados como de
estrato social 1, allí se propone el cuidado de las fuentes hídricas y como incentivos y
acciones así:
45 SECRETARÍA DISTRITAL DE AMBIENTE. Resolución No. 3514 de abril 19 de 2010. "Por la cual se adopta el
Documento Técnico del Plan de Gestión Ambiental PGA del Distrito Capital 2008-2038" EL SECRETARIO
DISTRITAL DE AMBIENTE. En uso de sus facultades legales, en especial las conferidas por el Decreto 456 de 2008, el
Decreto 109 de 2009.
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Incentivos y Acciones. Se establecerán incentivos para impulsar la cultura
del agua en la ciudad; de igual forma se promoverá y coordinará con las
entidades distritales, las localidades, las organizaciones no gubernamentales,
el sector educativo, el sector privado, las comunidades indígenas y
comunidad en general, campañas educativas y capacitaciones, sobre la
conservación del agua y su entorno, la disponibilidad de la misma; su valor
cultural, social, ambiental y económico, como el conocimiento y conciencia
del uso racional del agua, entre otras.46
Lo que significa que en Bogotá, desde el año 2008, ya se había garantizado el mínimo vital
de agua potable para las familias de bajos ingresos, es decir, aquellas catalogadas como
estrato social 1, de igual forma se promovía el uso racional del líquido, y se formuló el
llamado “plan distrital del agua”, según los criterios que tenían en su momento los llamados
“Planes  Maestros de Acueducto”.
o DECRETO 190 DE JUNIO 22 DE 2004. "POR MEDIO DEL CUAL SE COMPILAN LAS
DISPOSICIONES CONTENIDAS EN LOS DECRETOS DISTRITALES 619 DE 2000 Y 469 DE
2003." DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN DISTRITAL. PUBLICADO EN EL
REGISTRODISTRITAL 3122 DE JUNIO 22 DE 2004.
El citado decreto en su capítulo 3º, hace alusión al “Sistema De Acueducto:
Abastecimiento, Tratamiento Y Distribución De Agua Potable”, a partir del Art. 201, donde
hace referencia a la estructura del sistema de acueducto de la capital, en el entendido que es
una infraestructura necesaria para el tratamiento y abastecimiento de agua potable, lo cual
lo conforman las redes matrices y secundarias, a fin de poder distribuir el líquido a todos
los suscriptores de Bogotá.
En el documento se garantiza a futuro el suministro de agua potable para la ciudad,
teniendo en cuenta el aprovechamiento que se haga de las fuentes e infraestructuras ya
instaladas, pero teniendo en cuenta las expectativas de crecimiento a futuro de la ciudad.
46 ACUERDO 347 de diciembre 23 de 2008. "Por el cual se establecen los lineamientos de la política pública del agua en
Bogotá, D. C.". EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D. C., En uso de sus atribuciones establecidas en la Constitución Política
en sus artículos 313, 366 y el artículo 12 numeral 7 del Decreto Ley 1421 de 1993. Registro Distrital 4125 de diciembre
26 de 2008
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Del mismo modo de establece y garantiza la expansión ordenada de las redes matrices para
la distribución del agua potable, en coordinación con los proyectos previstos de expansión;
lo que permitirá superar en un futuro los déficits tanto actuales, como por venir en cuanto a
la distribución del líquido potable, teniendo en cuenta igualmente a los sectores de menos
recursos, o aquellos que puedan tener o tienen déficit en el suministro.
El documento se hace extensivo a otros temas inherentes a la capital colombiana, como
aquellos que tienen que ver con: Saneamiento Básico en su Capítulo IV, en el capítulo 5º y
6º al Sistema de Energía Eléctrica, Capítulo 7º al Sistema de Comunicaciones, Capítulo 8º
sistema de gas natural; y otros temas que no son inherentes a la investigación propuesta.
o RESOLUCIÓN 0475 DE MAYO 17 DE 2000. "POR LA CUAL SE ADOPTAN
UNAS DECISIONES SOBRE LAS ÁREAS DENOMINADAS BORDE NORTE Y BORDE
NOROCCIDENTAL DEL PROYECTO DE PLAN DEORDENAMIENTO TERRITORIAL
DEL DISTRITO CAPITAL DE SANTA FE DE BOGOTÁ" EL MINISTRO DEL
MEDIO AMBIENTE. EN EJERCICIO DE LAS ATRIBUCIONES CONFERIDAS EN
LOS ARTÍCULOS 2, 5 Y 61 DE LA LEY 99 DE 1993, EN LA LEY 388 DE 1997 Y
DEL PARÁGRAFO 6 DEL ARTÍCULO 1 DE LA LEY 507 DE 1999
La Resolución citada hace especial énfasis en la creación de un corredor de conexión de las
especies vivas sobrevivientes que aún se encuentran en los humedales y el entorno, y que
hoy en día se consideran en peligro de extinción, pero que aún habitan los lugares,
considerados como de gran valor ecológico e histórico, el cual debería tener una anchura
mínima de 800 metros y cumplir con su función de conexión de elementos y ecosistemas
entre los cerros orientales y el Río Bogotá.
Hace énfasis en la protección de los suelos y los flujos de vida a lo largo del Río Bogotá y
crea áreas de prevención de la conurbación; al igual que hace referencia al mantenimiento
de las normas urbanísticas de las áreas de San Simón y la Autopista Norte, entre otros.
También hace referencia a la llamada Avenida Longitudinal de Occidente (ALO), como
una vía de conexión regional.
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4.3 EL AGUA EN BLOQUE
Conceptualmente para los autores del presente documento el llamado “agua en bloque”, se
refiere a la venta que del preciado líquido hace, el Distrito Capital, por intermedio de la
Empresa de Acueducto de Bogotá, EE.AA, a los municipios circunvecinos, que al decir de
la ley 142 de 1994, en su Art. 39, define como:
39.4. Contratos en virtud de los cuales dos o más entidades prestadoras de
servicios públicos o éstas con grandes proveedores o usuarios, regulan el
acceso compartido o de interconexión de bienes indispensables para la
prestación de servicios públicos, mediante el pago de remuneración o
peaje razonable. Este contrato puede celebrarse también entre una
empresa de servicios públicos y cualquiera de sus grandes proveedores o
usuarios. Si las partes no se convienen, en virtud de esta Ley la comisión de
regulación podrá imponer una servidumbre de acceso o de interconexión a
quien tenga el uso del bien.47
De igual forma, en cuanto a reglamentaciones sobre el calificativo del agua en bloque, se
tiene que el Decreto 229 de 2002, establece: “3.45. Servicio de agua en bloque. Es el
servicio que se presta por las personas prestadoras de servicios públicos de acueducto que
distribuyen y/o comercializan agua a distintos tipos de usuarios.”48.
Técnicamente la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico “CRA”,
órgano dependiente del Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Territorial en el año
2005, por medio de la Resolución No. 353, estableció los parámetros técnicos que definen
el agua en bloque, y sus componentes en los siguientes sentidos:
“Art. 2.- DEFINICIONES. Para la correcta interpretación de la presente
resolución se tendrán en cuenta las definiciones consignadas en la
normatividad vigente y las demás normas que las modifiquen o adicionen,
además de las siguientes:
47 LEY 142 de julio 11 de 1994 Servicios Públicos Domiciliarios. por la cual se establece el régimen de los servicios
públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 41.433 de 11 de julio de 1994
48 DECRETO 229 de febrero 11 de 2002 "Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 302 del 25 de febrero de
2000". Diario Oficial 44.710 del 15 de Febrero de 2002.
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A. Contrato del servicio de agua en bloque: Independientemente del nombre
que se le haya otorgado o se le otorgue al negocio jurídico, es el que se
celebra entre Personas Prestadoras del Servicio Público Domiciliario de
Acueducto, con el fin de que una de las partes suministre a la otra agua en
bloque para que ésta la distribuya y/o comercialice entre sus usuarios.
B. Componentes del sistema de acueducto: se refiere a los sistemas de
producción, de conducción de agua en bloque y de distribución.
C. Proveedor: Es la persona prestadora que suministra el servicio de agua en
bloque. Se obliga con la persona prestadora receptora, a realizar las
actividades que tengan como propósito captar, transportar, potabilizar el
agua cruda, como también conducir hasta el punto de entrega el agua en
bloque.
D. Proveedor potencial: Es la Persona Prestadora del Servicio Público
Domiciliario de Acueducto que tiene la posibilidad de prestar el servicio
de agua en bloque.
E. Punto de entrega: Es el punto en el cual el proveedor se obliga con la
persona prestadora receptora a entregar, en la forma y condiciones
pactadas en el contrato, los volúmenes de agua en bloque. El punto de
entrega podrá estar ubicado en cualquier punto del sistema de acueducto y
deberá contar, de una parte, con los instrumentos que permitan verificar y
controlar que los volúmenes pactados en el contrato cumplan con las
condiciones de presión y calidad allí previstas y, de otra, con una válvula
que permita controlar el paso del agua.
F. Receptor: Es la Persona Prestadora del Servicio Público Domiciliario de
Acueducto que suscribe un contrato de servicio de agua en bloque con un
proveedor.
G. Receptor potencial: Es la Persona Prestadora del Servicio Público
Domiciliario de Acueducto que tiene la posibilidad de recibir el servicio
de agua en bloque.
H. Sistema de conducción de agua en bloque: Conjunto de redes, tuberías,
accesorios que van desde el tanque de almacenamiento o planta de
tratamiento hasta el punto de entrega.49
De acuerdo con los anteriores conceptos técnicos, es pertinente señalar que la CRA, a
través del documento citado, y de los estudios específicos sobre el tema, que si bien, son
relativos al presente estudio, y que hacen referencia específicamente a: “Estudio para el
Establecimiento de los Reglamentos de Interconexión y Venta de Agua En Bloque”, y el
“Estudio para la Caracterización del Mercado de la Venta de Agua en Bloque e
Identificación de Mecanismos para la Fijación de Precios en el Departamento de
49 RESOLUCIÓN No. 353. COMISIÓN DE REGULACIÓN DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO.
Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Territorial. Dada en Bogotá a los 20 días del mes de diciembre de 2005.
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Cundinamarca”, en dichos documentos se profundiza sobre la temática que tiene la venta
del agua en bloque, que posiblemente no son ya de la temática del presente documento.
4.4 LA PROBLEMÁTICA DE LA VENTA DEL AGUA EN BLOQUE
La venta del agua en bloque, es una problemática que se ha venido ventilando en los
últimos diez o quince años, cuando Bogotá, al ser poseedora y productora del agua potable,
y en vista que los municipios circunvecinos no cuentan con el recurso, entonces se han
llevado a cabo negociaciones, entre los alcaldes, el gobernador de Cundinamarca, y la
Administración Distrital, a fin de negociar, o mejor de adquirir el preciado líquido.
Esas negociaciones, o mejor esa problemática se ha vuelto un título preponderante en la
agenda de los mandatarios, tanto municipales, como de la Gobernación de Cundinamarca
ante el ente Distrital, en este caso, actores que han utilizado la problemática, bien para
continuar ofreciendo el recurso hídrico como política mediática, o bien, para lograr que
dicho recurso llegue a las áreas rurales y a las cabeceras municipales, previa adquisición al
Distrito Capital.
Siendo Bogotá, y por ende la Empresa de Acueducto de Bogotá, la “propietaria”, del bien
hídrico, se ha visto por parte de los municipios circunvecinos, de acudir a la Administración
Distrital, a fin de buscar la provisión o adquisición del agua, dadas las precarias situaciones
que al respecto del agua potable, existe en los municipios circunvecinos a Bogotá. La
Administración Distrital ha negado que dicha venta sea un hecho, puesto que desde
distintos ángulos o apreciaciones políticas se ha generado controversia, unas válidas y otras
políticas ante tal decisión.
4.5 LA POSICIÓN DEL DISTRITO CAPITAL
El Distrito Capital, tiene el convencimiento, que el origen, manejo y distribución del
recurso hídrico, es de su competencia, para lo cual, puede optar una posición al respecto,
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incluso teniendo en cuenta, que es un bien natural, y que su aprovechamiento y manejo, a
pesar de estar en manos del Distrito, EE.AA., ésta tiene total control, y por ende la
comercialización, es de su competencia. Para llevar a cabo tal fin, en el Distrito Capital crea
una filial llamada “Aguas de Bogotá S. A., ESP”, cuyo objeto es la comercialización del
recurso hídrico.
Cuando las empresas adquieren el agua en bloque, éstas al mismo tiempo la distribuyen por
medio de las redes locales, y se les cobra a los usuarios la tarifa establecida, según
parámetros de cada municipio.
Se hacía referencia a la venta que la EE.AA., viene suministrando a los municipios de Chía,
Funza, Mosquera, Gachancipá, Tocancipá, Cajicá y Madrid en Cundinamarca, calificada
como la venta de agua en bloque. Al mismo tiempo, la posición política que tiene la
Administración Distrital, en no continuar con tal venta—suministro.
Una de las razones por las cuales el Distrito Capital, en cabeza de su burgomaestre no
quiere continuar con dicho suministro, es que el recurso hídrico se está convirtiendo en
elemento salvador para los proyectos de urbanización de las áreas rurales de dichos
municipios, y de paso convirtiendo las despensas agrícolas de la sabana, en proyecto
urbanísticos o industriales, dando como resultado, que la llamada seguridad alimentaria, se
vea acosada, o terminada, para lo cual los habitantes de la capital, ven con preocupación
que dicho suministro agrícola ya no es el mismo, y por ende su encarecimiento y
desabastecimiento sea un hecho.
De otro lado, la EE.AA., ha decidido suprimir el suministro del recurso a los proyectos
citados, aduciendo razones jurídicas, según la entidad, la venta de agua en bloque no está
contemplada en la Ley 142 de 1994 de Servicios Públicos; no existe una regulación legal de
la figura.
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De igual forma según se tiene establecido en el Código de Recursos Naturales Renovables,
es decir en la Ley 2811 de 1974 y sus decretos reglamentarios, nadie puede hacer uso de las
aguas públicas y sus cauces sin concesión o permiso de la autoridad ambiental. Las
concesiones que se le han otorgado a la Empresa de Acueducto se refieren al uso del agua
en el Distrito de Bogotá y los municipios aledaños, pero dentro del perímetro urbano, es
decir los municipios referidos, no tendrían ese recurso legalmente.
La Administración Distrital y la EE.AA., estarían sustentando la negativa según los
anteriores motivos, pero de igual modo surge el interrogante, si es correcto hacerlo
mediante una decisión del ente Distrital de manera unilateral. Las necesidades e intereses,
obligaciones y derechos de Bogotá, sobre el recurso hídrico, están inextricablemente unidos
a los de la región, los municipios circunvecinos y el Departamento de Cundinamarca.
Y cuando se hace referencia a Cundinamarca, es pertinente y aclarar, que el nacimiento del
recurso hídrico con que cuenta Bogotá y su comercialización, tiene origen justamente en
Cundinamarca, y no en la capital del país, es una buena reflexión, que queda en el ambiente
y a consideración de los interlocutores del presente documento.
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5. LOS PRONUNCIAMIENTOS DOCTRINALES SOBRE EL DERECHO AL
AGUA POTABLE CON CARÁCTER DE FUNDAMENTAL
El establecimiento o lineamientos doctrinales que sobre un tema, en el cual se encuentra
involucrados los derechos humanos, fundamentales, han de partir de la propia conciencia
que tiene el ser humano para poder establecer, hasta donde van esos derechos, y ante quien
puede tutelarlos.
El derecho al agua potable como derecho fundamental, es inherente a la vida como se ha
podido establecer a lo largo del presente documento, lo cual hace que éste derecho
fundamental, haya tenido a lo largo de su reconocimiento, por medio de pronunciamientos
o lineamientos de los cuales han de ser tenidos en cuenta, a fin de ponderar cualquier
objeción o política que se pueda llevar a cabo, a fin de elevar su reconocimiento, como
aquel que es inherente y propio de la mejora y mantenimiento de la calidad de vida de la
humanidad.
En este contexto, se toman los siguientes conceptos doctrinales, los cuales, se citan de
manera textual, pero al mismo tiempo, se hace el reconocimiento respectivo por parte de los
investigadores en el siguiente contexto:
El agua y el saneamiento gozan de especial protección en las normas del
derecho internacional de los derechos humanos al igual que en el derecho
internacional humanitario. En la Declaración de los Derechos Humanos de
1948 se establece que toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado que le asegure la salud y el bienestar, lo cual hace referencia al
derecho de los seres humanos al agua, al saneamiento y al ambiente sano. La
Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General
de las Naciones Unidas en 1989 y ratificada por Colombia dos años después,
afirma que los niños y las niñas tienen derecho al disfrute del más alto nivel
posible de salud e insta a los Estados Partes a suministrar agua potable
salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del
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medio ambiente (Artículo 24 de la Convención. Cabe resaltar que a partir de
la ratificación de la Convención en 1991, el Estado colombiano adquirió la
obligación de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de
otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la misma.)50
En adherencia a los lineamientos internacionales, la organización no gubernamental citada
(Unicef), hace alusión doctrinal en cuanto al agua, como elemento fundamental en la vida
de las personas.
El autor Enrique Santander M., tiene una concepción muy amplia en cuanto al significado
del agua, bien como potable, o bien en su estado natural, a lo cual bien vale la pena tener en
cuenta que:
Colombia es una verdadera fábrica de agua y esta situación ha ameritado la
existencia de una legislación adecuada a esta realidad, que debe ser
dinámica, pues el mito de la renovabilidad del recurso va perdiendo
vigencia, y las normas han debido acomodarse paulatinamente a la
proyectada escasez d el  recurso y de todos sus componentes. (…). Todos
los habitantes pueden utilizar las aguas sin permiso del Estado, y sin pagar
costo alguno para satisfacer las necesidades elementales, de su familia, y las
de sus animales de uso doméstico, en cuanto con ello no se violen
disposiciones legales o derechos de terceros.51
El autor citado en su título, hace todo un estudio, en cuanto al medio ambiente y sus
implicaciones en el ámbito jurídico interno, lleva el tema del agua, desde sus inicios en su
estado natural, al igual que sus componentes y formas de consumo y potabilidad.
Allí se hace una recopilación de la legislación del agua, con un breve recuento histórico de
la normatividad hídrica colombiana, remontándose a normas del año 1913, hasta la creación
del Inderena, al igual que las implicaciones que tiene el medio ambiente en el Código Civil,
haciendo énfasis en la antigüedad de la norma y sobre que artículos gira el medio ambiente
en Colombia.
50 FONDO DE NACIONES UNIDAS PARA LA INFANCIA O UNICEF. El agua potable. (En línea) El saneamiento y
el ambiente sano: un derecho humano. (Citado en mayo 9 de 2013). http://www.unicef.com.co/situacion-de-la-infancia/el-
agua-potable/.
51 SANTANDER MEJÍA, Enrique. Instituciones de derecho ambiental. Editorial  Ecoe Bogotá, 2002, pág. 135-138.
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El profesor Eduardo Padilla, hace un amplio estudio en su título “Lecciones de derecho
ambiental”, donde recoge toda la normatividad existente hacia el campo ambiental, y del
mismo modo, tiene una conceptualización sobre el agua en los siguientes términos:
El agua es un el elemento indispensable para la vida de las personas,
animales y plantas. Se requiere para la preparación de alimentos, para la
bebida, para el lavado de ropas, para el baño y se utiliza para el riego, la
electricidad, la generación de vapor, etc. La buena calidad  de las aguas es
fundamental para la s alud; según la Organización Mundial de la Salud casi
la cuarta parte de las camas disponibles en los hospitales del mundo están
ocupadas por enfermos cuyas dolencias se deben a la insalubridad del
agua.52
Siendo amplia la recopilación de la doctrina que sobre el agua potable se haya  expresado,
es desde todo punto de vista plausible, que los autores citados, tengan la misma óptica, en
cuanto al establecimiento del agua potable, como un derecho fundamental, e inherente al
ser humano.
A lo anterior se debe aunar los pronunciamientos que sobre el tema han emitido las
organizaciones no gubernamentales, y aquellas que se enmarcan dentro del llamado bloque
de constitucionalidad, y que han sido acogidas dentro del ámbito jurídico interno, por
medio de ratificaciones legales, por parte del Congreso de la República.




El reconocimiento que se ha de dar constitucionalmente al agua potable, como un derecho
fundamental, es una obligación a la cual tanto el ejecutivo, como el legislativo están en
mora de establecer los lineamientos que las organizaciones no gubernamentales mundiales,
han predicado, y acorde con lo preceptuado por las sentencias de la Corte Constitucional, se
puede considerar como un deber a dicho reconocimiento.
De acuerdo a la jurisprudencia constitucional referenciada a lo largo del documento, se
tiene que existen elementos para que un derecho se pueda considerar como fundamental,
ese derecho ha de ser de conexión directa con un principio, en este caso el principio a la
vida, ya que sin la existencia del agua, no habría existencia de vida humana.
Finalmente, al declararse el derecho al agua como fundamental, se ha de partir del principio
que ningún ser humano, o mejor ningún colombiano, puede ser privado de la cantidad
suficiente de agua a fin de satisfacer sus necesidades fundamentales, y no existirá ningún
tipo de discriminación cuando de acceder a este derecho se trata.
Es necesario, por lo tanto, mostrarse de acuerdo en cuanto al derecho al agua como
fundamental, a fin de que las personas de todos los estratos sociales en Colombia, tengan
ese derecho; pero desde el punto de vista Constitucional, como se ha venido pregonando. El
aseguramiento de tal derecho, va concatenado con los mismos derechos de la salud, al
bienestar y calidad de vida de los colombianos, como se define constitucionalmente.
Con la problemática que en Colombia son pocos los municipios que tienen acceso al agua
potable, generando al mismo tiempo, consecuencias graves en el aspecto de la salud, en
especial los lugares o municipios y áreas rurales que no cuentan con una adecuada cantidad
de agua potable, o de igual modo, de difícil consecución,
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En la medida, en que la salud es declarada constitucionalmente como un derecho
fundamental, el agua potable va aunada a tal derecho. Para lograr ese derecho se requiere
modificar, de una parte la Constitución Política de 1991, y de otro, hacer eco a los
pronunciamientos de la Corte Constitucional, para que el elemento vital, pueda llegar a
aquellos lugares y personas que seguramente han de sufrir o están en déficit en cuanto a la
provisión del líquido como elemento fundamental.
Al igual que el derecho a la salud, el derecho al agua potable debe y está ligado a la
obligación que tiene el Estado de proveer a cada persona un mínimo vital, como se ha
establecido recientemente en el Distrito Capital; entendido el mínimo vital, como la
cantidad de agua potable mínima que se entiende necesita cada persona para atender sus
necesidades básicas, representado en 6 m3 por habitante mensuales, según el decreto 064 de
febrero 15 de 2012.
En ese orden de ideas, los colombianos, tendremos el acceso al agua potable, y será
respetado como un derecho, y no a titulo de comercialización, o de caridad. Ese
reconocimiento al agua potable, propende por la dignidad del hombre, y la igualdad que
todos los colombianos tenemos constitucionalmente. Para llegar a esos términos, es
necesario que tanto el legislador, como el ejecutivo adopten la ley o las normas en las
cuales se instaure tal derecho como fundamental.
Cuando Colombia esté acorde con los lineamientos internacionales, es decir, en reconocer
este nuevo derecho de las personas, pero como fundamental, se habrá dado un paso hacia
los lineamientos internacionales, como se ha venido pregonando, y establecerá lo dirigido
por la Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 1999, según la cual
el acceso al agua potable es un derecho fundamental.
El reconocimiento en la legislación colombiana, tendría unos alcances y valores, que
aunados al los lineamientos internacionales, se sentaría el precedente, que en Colombia, los
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derechos fundamentales, son tenidos en cuenta y son reconocidos en el marco jurídico
interno, de una manera concreta.
Desde el año 1992, la Corte Constitucional, con la jurisprudencia T-426 y con ponencia del
magistrado Simón Rodríguez R., consideró el concepto del mínimo vital, bajo los
parámetros y condiciones de seguridad material, es decir, que se debe tomar este derecho
como un derecho mínimo vital, acorde con los postulados en que se erige Colombia como
un Estado Social Constitucional de Derecho, a fin de proveer a los colombianos bajo el
postulado de un derecho  mínimo vital.
La jurisprudencia citada, establece el mínimo vital que tienen las personas, dentro del
contexto de los principios de la dignidad humana, y en un Estado Social de Derecho, lo cual
hace que las personas, tienen y deben tener ese derecho mínimo, que es inherente a la
mejora de su calidad de vida.
La primera sentencia que se emitió por parte de la Corte Constitucional, que hizo clara
referencia al derecho al agua potable, como fundamental, se remonta al año 1992, allí se
reconocía que el agua era un derecho fundamental, con la ponencia del magistrado
Alejandro Martínez Caballero, quien adujo en su momento que el agua se constituía como
una fuente de vida, y que a la falta o carencia de la misma, se estaría atentando
directamente con los derechos fundamentales de las personas.
De igual modo la Sentencia T-1016 de 1999 del magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, y
tantas otras que se han citado en el documento concluido, han hecho que el desarrollo del
agua como un derecho fundamental por parte de la Corte Constitucional, esté acorde con el
llamado Bloque de Constitucionalidad, y por ende con los lineamientos internacionales, en
concordancia con los derechos sociales, económicos y culturales, que pregona la
Constitución en su Art. 42º y sucesivos.
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Estos pronunciamientos, han reconocido el derecho fundamental innominado en la doctrina
y la jurisprudencia citada, como el derecho que se tiene al agua potable, establecido éste
como un derecho autónomo, que ha de ser reconocido por el legislador, al amparo de tales
pronunciamientos.
Como corolario a la presente investigación se tiene establecido que en el caso del derecho
al agua potable, desde el punto de vista fundamental, el cual el constituyente del 91 no
reconoció expresamente como tal, quedando excluido de la evolución que después
demostró y argumento la Corte Constitucional en las jurisprudencias citadas, donde se han
establecido los derechos de las personas, cuando éstas han demandado por medio de tutelas
el derecho fundamental al agua potable.
Cuando se ha pregonado, justificado y delineado el principio fundamental al agua potable,
este se hace desde la óptica de la Constitución Política de 1991, que en su bloque de
constitucionalidad, aduce, que todo convenio, pronunciamiento o directriz que sea emanada
de los organismos internacionales no gubernamentales, ha de tenerse en cuenta dentro del
ámbito jurídico interno, a lo cual en el año 1995, la Corte Constitucional hizo un
pronunciamiento jurisprudencial por medio de la sentencia C-225, con la ponencia del
magistrado Alejandro Martínez Caballero, inherente a la figura del bloque de
constitucionalidad, en el entendido de la fuerza vinculante que tiene la figura, donde lo
lineamientos de los organismos internacionales y que se enmarcan, especialmente en cuanto
a los Derechos Humanos, han de tenerse en cuenta.
Con el pronunciamiento citado, se aplicó lo preceptuado en la Constitución Política de
1991, según los artículos 93 y 94, respectivamente, en el entendido que: “La enunciación
de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios
internacionales vigentes, no deben entenderse como negación de otros que, siendo
inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos”.
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Finalmente, y habiendo establecido, que la jurisprudencia constitucional y la doctrina han
reconocido el derecho fundamental al agua potable, y estableció que dicho derecho tiene
conexidad con otros derechos, inherentes al ser humano, en especial en cuanto al derecho a
un mínimo vital, no queda más derecho que esperar a que el legislativo y el ejecutivo
actualicen la Carta del 91, a fin de estar acorde con los derechos innominados de las
personas en el entendido del acceso al agua potable como fundamental.
Uno de los aspectos primordiales que nos llevó a adelantar este importante trabajo de
investigación, es el de buscar conciencia en las autoridades nacionales y territoriales, que
detentan el poder público, para busquen los mecanismos de organización y dar aplicación a
unas políticas públicas claras, que garanticen la aplicación material del conjunto de normas
jurídicas del orden constitucional, del bloque de constitucionalidad, legal y providencias
jurisprudenciales, que sin lugar a dudas garantizarían con más efectividad, el Acceso al
Agua Potable para los habitantes de nuestro territorio.
De igual manera le hacemos un llamado al gobierno nacional, para que los programas de
acueducto y alcantarillado sean contemplados en los planes de desarrollo, y en la ley de
transferencias presupuestales, con el fin de garantizar por intermedio de políticas públicas
efectivas, el acceso al mínimo vital gratuito alos sectores más necesitados de nuestra
geografía nacional, tal como ya se dio en Bogotá D.C. y Medellín.
De igual manera, hay que tener en cuenta, la tendencia universal de la remunicipalización,
tal como ya lo han desarrollado, países como Argentina, Canada, París, Kuala Lampur
(Africa) y Dar es Salam en Asia, según lo expresado por el catedrático Sergio Matías
Camargo, en la Revista Diálogos de Saberes, Nº38 de la Universidad Libre, en su escrito la
Teoría del Servicio Público y las Telecomunicaciones.
Instamos a través de nuestro trabajo de investigación, a las autoridades, para que su gestión
sea efectiva en procura de lograr el acceso al agua potable a todos los colombianos, por
vida digna, salubridad y saneamiento básico ambiental.
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ANEXO No.  1
EL REFERENDO A FAVOR DEL AGUA POTABLE COMO DERECHO
FUNDAMENTAL
En julio del año 2011, los colombianos vieron como una reclamación por un derecho
fundamental, era negada por parte de la Cámara de Representantes, organismo que con
argumentos políticos, antes que fundamentales, negaron el referendo que se proponía el
elector primario, consistente en cuatro puntos fundamentales de cubrir el 80% de la
población colombiana de recibir agua potable o mejor apta para el consumo humano. 1)
Que el acceso al agua fuera un derecho fundamental. 2) Que se garantizara un mínimo vital
gratuito para los hogares colombianos. 3) Que los servicios de acueducto no se privatizaran.
4) Que se garantizara la conservación del medio ambiente en el suministro del agua.
El fracasado Proyecto de ley No. 171 de 2008 de reforma constitucional, denominado
Referendo por el Agua un Derecho Humano Fundamental, donde los colombianos
expresaban su descontento, ante la problemática, en cuanto al acceso al agua potable y de
gestión del ciclo hidrológico.
Pero ante la desidia, tanto del ejecutivo y del legislativo en su momento y, de acuerdo con
el panorama en que se encuentran los municipios en Colombia, se tiene que cada vez que
los cambios climáticos hacen su presencia, los colombianos deben hacer frente a las
inundaciones, como hecho paradójico. Colombia tiene sed, pero en invierno, los estragos
climáticos son desastrosos.
El fracasado referendo también hacia referencia al proceso de protección del ciclo
hidrológico, que consistía proteger los ecosistemas y fuentes de agua, las cuales son y serán
esenciales en su función natural, cual es la de producir agua que sea apta para el consumo
humano, una vez se potabiliza. La protección del ciclo hidrológico, pretendía en su
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momento proteger de la deforestación las cuencas de los ríos, lo mismo que los páramos,
los cuales hoy en día están en la mira de las empresas mineras, que han encontrado allí un
gran potencial económico, a lo cual la población afectada se ha pronunciado, como en el
caso del páramo de Santurban, que se encuentra geográficamente ubicado en los
Departamentos de Santander del Norte y Sur respectivamente.
De las protestas populares en contra de la explotación minera en el páramo de Santurban, el
ejecutivo ha hecho eco al sentir popular, en el sentido de no permitir dicha
comercialización, que va en contra de la protección de los recursos naturales no renovables,
así como a favor y protección de la fauna y la flora silvestre allí radicada, a lo cual en el
sentir de quienes luchan por tales principios, han flotado en el sentimiento de los
colombianos el hecho de que “sin oro se puede vivir, sin agua no”.
El referendo cuyo objetivo principal radica en que el agua, es esencial para la vida, y que
viene siendo amenazada por políticas públicas que sólo buscan ganancias económicas,
como sucede en la ciudad de Villavicencio, donde una multinacional utilizando la fuente
hídrica, vende el recurso como si fuera una fábrica de productos plásticos, y ante la
necesidad de los colombianos, se siguen aceptando tales depredaciones y por que no
decirlo, los retos que aún subsisten en pro del bienestar y mejor calidad de vida de los
colombianos.
Unido al fracaso referendo por el agua potable, se ha buscado incesantemente la
privatización de las empresas de acueducto y alcantarillado, las concesiones para uso
privado del patrimonio hídrico natural, y la imposición y comercialización  de los servicios
ambientales, dentro de los cuales no sólo se busca privatizar el agua, sino que se la
considera como una mercancía, antes que un derecho fundamental. Habrá que esperar que
un nuevo sentir social renazca, y se proceda a buscar nuevamente el tan anhelado derecho
fundamental.
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Todo lo anterior, teniendo en cuenta que para el año 2009, la Corte Constitucional en la
jurisprudencia T-546, con postulado de la magistrada Dra. María Victoria Calle Correa,
reconoció un mínimo vital gratuito para toda una familia en la ciudad de Neiva, Huila,
núcleo que tenía dos hijos menores de 6 y 11 años de edad en ese momento.
La jurisprudencia aducida hace parte de aquellas que reconocen el derecho al agua potable,
bien como suministro en servicio público, o bien como fundamental al derecho a la vida.
Teniendo en cuenta que en un llamado Estado Social Constitucional de Derecho, se debe
otorgar el reconocimiento a tales derechos; pero desde el punto de vista fundamental, y no
comercial, según jurisprudencia T-636 de 2002.
CASO YOPAL
Ante la crisis que por el agua potable ha venido viviendo el Departamento de Casanare, en
la cual Yopal, como capital, no se escapa, tanto a la desidia de sus administraciones
municipales, como a la corrupción, elementos de juicio que siempre han estado a la orden
del día, cuando de llevar a cabo obras prioritarias se trata.
Casanare es un Departamento beneficiado con los aportes que le ingresan producto de las
llamadas regalías, las cuales en su momento y acorde con los lineamientos que regían tales
beneficios por razón de la explotación petrolera, han de ser destinados al mejoramiento,
tanto en salud, como en agua potable, de lo cual existe en el año 2009 un informe de la
Contraloría publicado en mayo de 2013, donde se hace la siguiente descripción:
Entre las entidades territoriales investigadas por los malos manejos de
regalías se encuentran: Casanare, con 63.000 millones de pesos; Meta, con
172.334 millones de pesos; Cauca, con 16.445 millones de pesos; la Alcaldía
de Castilla la Nueva con 21.000 millones de pesos; Villavicencio, con 37.000
millones de pesos; y Nariño, con 14.823 millones de pesos.53
53 LA REPÚBLICA.COM.CO. (en línea) http://www.larepublica.com.co//archivos/MACRO/2009-06-11/contraloria-
revela-irregularidades-en-manejo-de-regalias_76065.php, (citado en de mayo de 2013)
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Este panorama no puede ser más diciente, ante la corrupción y los malos manejos de las
regalías en Colombia, las cuales en su momento estaban destinadas según los acuerdos de
criterio, elegibilidad, viabilidad y requisitos básicos en la elaboración de los proyectos que
se pretendían llevar a cabo con los recursos del Fondo Nacional de Regalías y teniendo en
cuenta la ley 141 de junio 28 de 1994 y la ley 756 de 2002 en su Art. 37, vigentes en su
momento, entre los criterios para llevar a cabo proyectos de desarrollo, en el cual se
obligaba a los entes gubernamentales, tener en cuenta la preservación del medio ambiente,
agua potable y saneamiento básico.
Al hace referencia a la desidia administrativa y a la corrupción, tanto de los gobernantes,
como de los contratistas, panorama que ha de cambiar, dado el nuevo giro que sobre el
tema de las regalías dio el ejecutivo, y el cual se espera, que ahora si, poblaciones que
tengan este tipo de contratiempos en cuanto al agua potable se refiere, puedan al fin lograr
los objetivos, que desde la Administración Central, se ha propuesto.
El levantamiento de la población en la ciudad de Yopal, es fiel reflejo de la necesidad de
institucionalizar el derecho al agua potable, como fundamental, toda vez, que a pesar de la
normatividad existente, vigente y en proceso de modificación o actualización, se puede
corroborar una vez más, que el problema del agua potable es generalizado, pero se necesito
que la población de Yopal hiciera esos levantamientos contra los estamentos estatales en
dicha ciudad, a fin de buscar una solución real y efectiva, y que no se convierta en elemento
electoral, político o de campaña de quienes quieren y siguen dirigiendo los destinos, no sólo
de Yopal, en el Casanare, sino de otros municipios, de los cuales al decir de un reciente
informe de prensa se tiene que en Colombia:
De los 1.120 municipios que hay en el país, en al menos 800 el agua que
consumen los habitantes es un riesgo para la salud. Sin embargo, los casos
críticos se registran en 317 localidades, donde los acueductos suministran
agua considerada de alto riesgo, y en otras 17 no se deben tomar ni usar
para la ducha. Estos municipios, sorprendentemente, no cuentan con
planta de tratamiento, o a pesar de que la hay no tienen operador, o este
debe ser contratado cada año y mientras realizan ese trámite se desmejora
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el servicio, o simplemente el prestador no tiene para comprar los insumos
o no conoce la dosificación.
El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio estima que alrededor de 2
millones 500 mil personas de áreas urbanas no reciben agua potable, como
tampoco 3 millones de las zonas rurales.
Estas cifras sin duda se quedan cortas si se tiene en cuenta que la
Superintendencia de Servicios Públicos estima que para unos 12 millones
de personas no hay información reportada por las autoridades sanitarias.
Desde el 2007, con el decreto 1575 y la resolución 2115, la potabilidad del
agua se mide por medio del Índice de Riesgo de la Calidad del Agua (Irca),
sistema al que se reportan los resultados de las muestras y que tiene en
cuenta las características físicas, químicas, microbiológicas, pH y color del
agua. Tal índice establece cinco niveles de calidad: sin riesgo, riesgo bajo,
medio, alto e inviable sanitariamente.
En el caso de los municipios de categorías 1, 2, 3 y especiales, las
encargadas de monitorear el agua que entregan los acueductos son las
secretarías de salud. En los de 4, 5 y 6, o sea, los más pequeños, el control
lo ejercen las autoridades sanitarias departamentales. Estos organismos
informan por Internet a la aplicación Subsistema de Información para
Vigilancia de Calidad de Agua Potable (Sivicap), que administra el Instituto
Nacional de Salud (INS).54
CASO MEDELLÍN
El Mínimo Vital de Agua Potable. Las autoridades municipales de la capital antioqueña,
según el acuerdo municipal No. 06 del año 2011, por medio del cual se abastecerá de agua
potable a las personas que se encuentren catalogadas bajo los 47,99 puntos del SISBEN, a
fin de que puedan acceder al sistema de agua potable, lo mismo que el servicio de
alcantarillado, programa que fue reglamentado según el decreto No. 1889, reglamentario
del Acuerdo 06 del año 2011, “Por medio del cual se institucionaliza el Programa Mínimo
Vital de Agua Potable”.
54 800 MUNICIPIOS TOMAN AGUA CON RIESGOS PARA LA SALUD. Guillermo Reinoso Rodríguez (en línea) En
317 localidades, acueductos surten agua de 'alto riesgo', según el sistema Sivicap. (citado en mayo de 2013).
http://www.eltiempo.com/vida-de-hoy/ecologia/servicio-de-acueducto-en-municipios-de-colombia_12838330-4.
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La población residente en la ciudad de Medellín, tienen derecho por lo tanto a 2.500 litros
de agua potable (2,5 m3) para cada uno de los habitantes de los hogares más vulnerables
de la ciudad y lo recibirá, gracias al Plan litros de amor de la Alcaldía de Medellín.
Es de tener en cuenta que fue la primera ciudad capital en Colombia, donde se estableció
tal derecho, desde el punto de vista fundamental, según el acto administrativo emanado
de la Alcaldía de Medellín, en este orden de ideas, ya se tienen dos ciudades que han
tomado la iniciativa, acatando los lineamientos de la Organización Mundial de la Salud, y
de los pronunciamientos jurisprudenciales.
INFORMACIÓN DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE
ESTADÍSTICA D.A.N.E SOBRE EL ACCESO QUE TIENEN LOS
COLOMBIANOS AL AGUA POTABLE
Como información complementaria al trabajo acá finalizado, se accede a las estadísticas del
último censo poblacional del año 2005, en el cual se puede apreciar, en cuanto a personas
que tienen, o carecen del servicio de agua potable en Colombia. Allí se especifica a nivel
personal, es decir, que cantidad de personas discriminadas por sexo, tienen acceso al
servicio vital del agua potable en el siguiente sentido:
EL ACCESO AL AGUA POTABLE EN COLOMBIA 2005
SEXO ACUEDUCTO
SI NO TOTAL
Hombres 16.502.549 3.830.224 20336117
Mujeres 17.667.135 3.464.760 21132267
TOTAL 34.169.684 7.294.984 41.468.384
Censo General 2005 - Información Básica - DANE - Colombia
Procesado con Redatam+SP, CEPAL/CELADE 2007
FUENTE: Información facilitada por la oficina del DANE, en la biblioteca Luis Ángel Arango,
en forma magnética, lo que permitió extractar el cuadro en forma resumida.
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De acuerdo al cuadro y la información allí resumida y, teniendo en cuenta que Colombia
tenía una población de aproximadamente 42.888.592 habitantes, según dato ajustado al
censo poblacional del año 2005, y según el conteo actualizado a la fecha, es decir a junio 5
del año 2013, siendo las 4:20 pm. Colombia tiene una población de 47.084.636 millones de
habitantes55.
Por lo tanto, según el censo del año 2005, cuando Colombia contaba con una población de
aproximadamente 43 millones de habitantes, solamente poseía en su momento acceso al
agua potable por medio de acueducto un estimado de 34.169.684 habitantes, entre hombres
y mujeres, allí no se hace referencia a la población infantil. Lo cual da como resultado que
en el año 2005, carecían del servicio de agua potable, una población aproximada de siete
millones de colombianos, a los cuales se puede considerar que hacen parte de aquella
población, con necesidades básicas insatisfechas, al menos desde el punto de vista del
servicio o acceso al agua potable por medio de acueducto.
La anterior afirmación se hace teniendo en cuenta la información suministrada por el
Departamento Administrativo Nacional de Estadística, lo cual de cierta manera refleja lo
conceptuado en marzo del año 2012, cuando un funcionario hizo la siguiente aseveración:
El viceministro de Agua Potable del Ministerio de Vivienda, Ciudad y
Territorio, Iván Mustafá Durán, confirmó que a la fecha 4 millones de
colombianos continúan sin servicio de agua potable y 7 millones más están
sin alcantarillado. De la misma manera, señala que se han identificado, uno
a uno, los hogares que requieren conexiones intradomiciliarias y que
pertenecen a los estratos 1 y 2.
El funcionario también reportó que en la actualidad Colombia tiene una
población de 4 millones de personas sin servicio de agua potable y 7 que no
cuentan con sistemas de alcantarillado y redes de saneamiento básico.56
55 DANE. (en línea) Contador de población. Reloj de población. (citado en junio 5 de 2013).
http://www.dane.gov.co/reloj/reloj_animado.php.
56 CUATRO MILLONES DE COLOMBIANOS CONTINÚAN SIN AGUA POTABLE. (En línea). ElColombiano.com.




Como corolario al documento expuesto, se puede conceptuar que el potencial hídrico en
Colombia, se agota, y que las fuentes, a pesar de ser diversas y de cierta forma abundante,
aún dista mucha de existir una política real en cuanto a la protección del bien hídrico.
Se ha visto como empresas mineras de origen extranjero, han estado buscando el apoyo del
Estado, a fin de lograr las licencias para la explotación de yacimientos minerales en todo el
territorio colombiano, pero no han contado con el aval de la población que reside o vive en
dichos entornos, a lo cual se han hecho innumerables manifestaciones de rechazo a tales
proyectos, que aún cuando van a favorecer de cierta manera el desarrollo económico, no se
cuenta con la preservación de la fauna, la flora y en especial al recurso hídrico, del cual
harán uso, sin ninguna discriminación, dando al traste con la protección de dichos entornos.
Colombia como toda la humanidad, se enfrenta desde hace varias décadas con el grave
problema de la protección de las fuentes hídricas, el manejo y la distribución del vital
liquido, dadas las características de población a que se enfrenta cotidianamente, puesto que
su crecimiento excede al que pueda proveer el recurso hídrico.
Las señales parecen indicar que la crisis se está empeorando y que continuará haciéndolo, a
no ser que se emprenda una acción, donde la conciencia de todos los colombianos, vaya
encaminada a proteger las fuentes hídricas, en especial al manejo que de los recursos
hídricos se refiere y al tratamiento que se da a los desechos, especialmente los industriales,
que no cuentan en la mayoría de casos, con sistemas de mitigación, o de destinación
apropiados, y que no vayan en contra de la contaminación hídrica, así como de la
contaminación medio ambiental.
Queda expuesto un tema, que acorde con los lineamientos constitucionales que rigen a la
población colombiana, en el entendido de una sociedad con principios basados en un
Estado  Social Democrático de Derecho, donde los postulados que rigen la Constitución
Política de 1991, hacen que se tomen las debidas precauciones en cuanto al manejo del
recurso hídrico se refiere, y en especial, en busca de establecer en la Carta Política, que el
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agua potable sea un derecho fundamental, inherente a la calidad de vida de los
colombianos, que han visto como se ha degradado y de cierta manera comercializado el
derecho a la salud, que es inherente al ser humano, como lo es el agua potable.
Los elementos de juicio que se han expuesto, servirán desde la academia, como impulsores
hacia una consecución ecuánime, donde el principal objetivo, es y será siempre el de lograr
que tanto el ejecutivo, como el legislativo, acometan el clamor de la población colombiana,
que busca desde todos los matices, entornos y campos, donde la población tenga eco, hacia
la búsqueda del agua potable como derecho fundamental constitucionalmente protegido.
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